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INTRODUCCIÓN 
 
La desobediencia civil es un término específico dentro de la tipología de formas 
trasgresoras. En el trasfondo de la cultura política hay expresiones de oposición a la ley 
que han recibido diferentes denominaciones a lo largo de la historia. La literatura política 
ofrece una extensa gama de términos para referirnos a la protesta, las cuales son el 
resultado del deterioro del diálogo entre los miembros de una sociedad y la autoridad. 
Son muchos los autores que consideran que el conflicto es el elemento fundamental de la 
política (Espósito, 1993); entonces, cuando la autoridad pierde la legitimidad frente 
alguna violación a la justicia, los ciudadanos acuden a la protesta como vía política. Es 
aquí donde la desobediencia civil se convierte en una acción política que se manifiesta 
como desacuerdo y exigencia de cambio frente a las injusticias. 
Vale preguntarse ¿por qué la desobediencia civil es más relevante hoy dentro de 
una limitada lista de formas de protesta?  Las otras formas de trasgresión también gozan 
de actualidad debido a la incorporación de conflictos que son parte de nuestro contexto 
social y político. Esto es así en cuanto la desobediencia civil se diferencia de otras formas 
de trasgresión por su carácter moral y democrático. Esta condición rompe con la tradición 
histórica que ha mantenido al Derecho alejado de lo moral.  
Esta investigación se aleja de toda forma de intuicionismo1 e ideologías2., sino 
que se propone estudiar la desobediencia civil como una acción política que no se 
                                                        
1 Por intuicionismo se entiende: la doctrina que mantiene que existe de una familia irreductible de primeros 
principios que tiene que ser sopesados unos con otros preguntándonos que equilibrio es el más justo según 
nuestro juicio. Desde aquí, se defiende la prioridad de la intuición sobre otras formas de conocimiento. Así, 
una vez que alcanzamos cierto nivel de generalidad, el intuicionista sostiene que ya no existen criterios 
constructivos de orden superior que sirvan para determinar el énfasis adecuado de los principios 
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fundamenta en creencias morales particulares, sino que es una acción política que 
esencialmente responde normativamente a una violación del Derecho. Sus acciones 
ocurren como respuesta conflictiva a la ley o autoridad.  
Desde la filosofía práctica, la desobediencia civil es una acción pública que 
pretende subsanar las violaciones que acontecen a la justicia. Es decir, los desobedientes 
quedan atrapados en una intersección entre lo justo y lo legal; así, por un lado, tenemos el 
Derecho con todas sus actividades políticas y legislativas como testimonio de toda una 
tradición cultural y política y,  por otro lado, la moral pública demostrativa del 
transgresor que pese a combatir el Derecho, no se desliga completamente de este.    
La propuesta de John Rawls de desobediencia civil parte de lo expuesto, pero con 
algunos conceptos relacionados que le aportan cierta especificidad, tales como la 
sociedad bien ordenada, los principios de la justicia, la posición original y la razón 
pública son conceptos articulados a la propuesta de desobediencia civil de Rawls en 
Teoría de la Justicia. Empero, ¿qué hace de esta propuesta especial y diferente de las de 
otros autores? 
En el caso de Rawls, hablamos de una desobediencia civil de carácter normativo, 
es decir, una acción política en la que los transgresores realizan sus actos dentro de un 
marco constitucional. Su objetivo no es el derrocamiento del régimen, sino su 
                                                                                                                                                                     
competitivos de la justicia. Y la crítica rawlsiana se dirige a: primero, consisten en una pluralidad de 
primeros principios que pueden estar en conflicto, dando soluciones contrarias en tipos de casos 
particulares; la segunda, no incluyen un método explicito, ni reglas de prioridad para valorar estos 
principios entre sí: simplemente hemos de sopesar intuitivamente estos principios para averiguar por 
aproximación el más correcto (Rawls, 1971, p. 34). 
2 Por ideología se entiende un conjunto normativo de emociones, ideas y creencias colectivas que son 
compatibles entre sí y están especialmente referidas a la conducta social humana (Lonergan, 1999, p. 422-
424). La crítica de Rawls se dirige a los asuntos de la moral particular, que responde a las creencias de los 
individuos. Las acciones políticas deben estar motivadas por los asuntos referentes a la moral política. 
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mejoramiento. Para Rawls, la desobediencia civil busca cambios en una ‘sociedad casi 
justa’, (véase Capítulo IV, pp. 86-96), cuya Constitución está basada en los principios de 
la justicia, pero en la que ocurren violaciones a dicho principio. 
En sintonía con Kant, para Rawls, el Estado es el ejecutor de los principios de la 
justicia y de las leyes. Esta aseveración debe ser analizada desde los conceptos 
mencionados anteriormente y el concepto clave es la desobediencia civil. Así, el 
problema que presenta la desobediencia civil es una acción política que hace frente a 
leyes injustas que han perdido legitimidad en una sociedad casi justa.  
Para tratar la problemática que implica el concepto de desobediencia civil en 
Rawls, hemos dividido la presente investigación en cuatro capítulos. El primero se titula 
Fundamentos conceptuales y metodológicos de la investigación; se refiere a los aspectos 
generales de nuestro trabajo. Esto incluye, desde la naturaleza del problema hasta las 
preguntas y sub-preguntas, así como objetivos, justificación, alcances y límites y el 
marco metodológico de la investigación. Se presenta así mismo, la hipótesis o más bien la 
tesis, según la cual la desobediencia civil como recurso de racionalidad pública es una 
acción política que hace frente a leyes injustas en una sociedad ‘casi justa’ y cuya 
estrategia de argumentación/justificación se desarrolla en los capítulos siguientes. Una 
sociedad casi justa es una sociedad bien ordenada en su mayoría, pero en la que ocurren 
violaciones a la justicia. Es decir, podemos decir que una sociedad casi justa es una 
sociedad casi bien ordenada.  
El segundo capítulo Sobre la desobediencia civil en Rawls trata la desobediencia 
civil como concepto y la diferencia de otras formas de protesta como la rebelión, las 
manifestaciones públicas, la revolución, la resistencia y la objeción de conciencia; se 
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trata, en efecto, los casos de Sócrates y Henry D. Thoreau. Finalmente, la justificación y 
el papel de la desobediencia civil según Rawls. 
El tercer capítulo, ¿Es posible la desobediencia civil dentro de la sociedad bien 
ordenada?, se reflexiona sobre la concepción de ciudadano en Rawls y sobre la 
articulación entre la sociedad bien ordenada, sociedad civil y la desobediencia civil.  
El cuarto y último capítulo se titula La razón pública como herramienta de 
articulación entre la desobediencia civil y la sociedad civil. En él se trata la 
fundamentación política de la razón pública y su relación con la desobediencia civil y la 
sociedad civil. Aquí tratamos directamente la caracterización del concepto razón pública, 
para después establecer la importancia del aspecto cultural institucional sobre lo social y 
lo político; es decir, entre lo público, lo doméstico y lo social.  
Con base en lo anterior, consideramos que esta investigación es importante 
porque (i) analiza un tema no tratado en nuestro medio, pues la obra de Rawls es casi 
desconocida, (ii) aborda temas complejos para la teoría política contemporánea como 
sociedad bien ordenada, sociedad casi justa, racionalidad pública y la objeción de 
conciencia, entre otros, y (iii) abre el camino para que futuros investigadores interesados 
en lo político puedan profundizar en el problema tratado.  
En este sentido, esperamos que las páginas que siguen estimulen al lector a 
abordar una problemática como la desobediencia civil, tan esencial para comprensión y la 
vida ciudadana plena en toda sociedad genuinamente democrática.  
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CAPÍTULO 1. FUNDAMENTOS CONCEPTUALES Y METODOLÓGICOS 
 
 Generally speaking, the errors in religion are dangerous; those in philosophy only 
ridiculous. 
John Rawls 
1.1. Problema de investigación 
 
La desobediencia civil ha sido tratada por una pluralidad de autores en la historia 
del pensamiento político (Locke, 2006), (Arendt, 1969), (Bobbio, 1982), (Thoreau, 
2002), (Habermas, 1988), (Bedau, 1969) y –por supuesto– (Rawls, 1971).  
La propuesta de John Rawls3 de desobediencia civil es difícil de llevar a cabo, aún 
dentro de un régimen democrático basado en los principios de la justicia, según los que 
“(i) cada persona ha de tener un derecho igual al esquema más extenso de libertades 
básicas que sea compatible con un esquema semejante de libertades para los demás; y (ii) 
las desigualdades sociales y económicas habrán de ser conformadas de modo tal que a la 
vez (a) se espere razonablemente que sean ventajosas para todos y (b) se vinculen a 
empleos y cargos asequibles para todos” (Rawls, 1971, pp. 67-68). Entre las razones por 
las cuáles es complicado aplicarlo están, primero, la cuestión de la normatividad y 
segundo, la referencia a un marco constitucional.  
En términos generales, la desobediencia civil es una acción política de un grupo 
de individuos transgresores de la ley o autoridad. Según Rawls es “un acto público, no 
                                                        
3 John Rawls (1921-2002) es uno de los teóricos políticos más sobresalientes del siglo XX; obtuvo el 
doctorado en filosofía en la Universidad de Princeton y desarrolló la mayor parte de su Carrera docente en 
la Universidad de Harvard, donde fue profesor emérito. Ha publicado varias obras en torno a problemas de 
filosofía moral y política.   
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violento, consciente y político, contrario a la ley, cometido habitualmente con el 
propósito de ocasionar un cambio en la ley o en los programas de gobierno” (Rawls, 
1971, p. 332). 
 Hay aquí la conjugación de dos términos importantes: desobediencia y civil. La 
primera, como el acto de desobedecer aquello que tiene obligación de obediencia. Civil, 
como el término que se refiere a los deberes generales que todo ciudadano reconoce para 
hacer legítimo el orden legal.  
Las condiciones necesarias para llevar a la práctica una acción política como la 
desobediencia civil responden generalmente a, primero, la existencia de una autoridad 
legítimamente establecida y esta debe ser democrática, porque existe la suposición de que 
el régimen democrático es el más cercano a la justicia; segundo, sus acciones, que se 
distinguen de otras formas de protestas al ser no violentas. De tal manera, la 
desobediencia civil en la teoría rawlsiana no busca abolir ningún régimen sino mejorarlo, 
por su carácter normativo queda en el marco constitucional. Su objetivo es minimizar o 
eliminar las violaciones a la ley que ocurren en una sociedad casi justa.  
El contexto en que se están desarrollando las protestas en la actualidad  tienen en 
común o el uso de la violencia para lograr un objetivo o el uso de actividades pasivas que 
no tienen impacto alguno en la recuperación del diálogo entre la autoridad y la sociedad 
civil, ni el cambio ni el mejoramiento de las graves violaciones recurrentes de la justicia.         
Por tanto, una propuesta de desobediencia civil en un sistema político como el 
democrático, debe necesariamente partir del hecho de que esta es una actividad ilegal, 
porque viola normas jurídicas válidas y vigentes, que se cometen con el fin de producir 
un cambio, ya sea en la autoridad, en el gobierno o en la ley. En ese contexto, la 
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desobediencia civil no sólo viola normas jurídicas, sino que sobrepasa aquellos canales 
ordinarios, tanto jurídicos como políticos, que en un sistema democrático existen para la 
producción del cambio de leyes o políticas gubernamentales.  
Ante esta situación, se hace necesario analizar la propuesta rawlsiana de la 
desobediencia civil como una teoría normativa en el marco constitucional. Frente a esto,  
Rawls presenta una teoría en la que se define, se caracteriza y se justifica el concepto de 
desobediencia civil4. 
Es importante establecer la diferencia entre los conceptos desobediencia civil y 
violencia política (Rawls, 1971, págs. 331-347), porque dicha distinción permite, en 
primer lugar, valorar cómo una estrategia de transformación política acorde con los 
fundamentos de las democracias constitucionales, dirigido a cuestionar situaciones bien 
determinadas de injusticia en el marco de los principios de la justicia que nos presenta en 
su obra y que vamos a explicar a lo largo de la investigación.  En segundo lugar, esta 
diferencia nos invita a no fracturar la legitimidad del ordenamiento jurídico en su 
conjunto ni a tomar el poder político, como es el caso del movimiento de los negros en 
los Estados Unidos que no puede ser equiparado con la violencia política, la anarquía o el 
crimen. 
Esta investigación sobre desobediencia civil conlleva una reflexión sobre las 
fisuras que muestra el régimen democrático en la actualidad. Grietas que aumentan en la 
medida que se dilata el diálogo entre los miembros de una sociedad, las autoridades y las 
leyes que estos están obligados a obedecer. La obediencia a la ley es un deber civil, pero 
                                                        
4 Cfr. John Rawls (1971, pp. 331-335) 
   
 
 14 
dicho deber ha de ser incoado tan pronto los ciudadanos libres, racionales e iguales están 
conscientes de la potencia de violaciones a la justicia de leyes que están obligados a 
obedecer. 
A partir de lo anterior, la cuestión fundamental que trataremos en la presente 
investigación es si en una sociedad casi justa, una bien ordenada en su mayor parte, la 
desobediencia civil es un recurso de racionalidad pública para enfrentar leyes injustas o 
instituciones políticas y sociales que han perdido legitimidad. 
Para responder apropiadamente a esta cuestión, es fundamental analizar y 
responder lo siguiente: (i) ¿Qué es la desobediencia civil según John Rawls?, (ii) ¿en qué 
se distingue la desobediencia civil de otras formas de protesta?, (iii) ¿dónde se escinde la 
desobediencia civil de la objeción de conciencia?, (iv) ¿cuál es el papel de la 
desobediencia civil en John Rawls?, (v) ¿cómo se relacionan los conceptos Sociedad bien 
ordenada y desobediencia civil.? (vi), ¿qué es la sociedad civil en el marco de la teoría 
rawlsiana?, ¿qué es la racionalidad pública?, (vii) ¿es desobediencia civil un recurso 
legitimador de la democracia? y, finalmente, (viii) ¿es posible en realidad una 
desobediencia civil sin violencia? 
 Las preguntas (i) ¿Qué es la de desobediencia civil según John Rawls? Y sus 
preguntas relacionadas (ii) (iii) (iv), serán respondidas en el capítulo 2, pp.31-64; las 
referidas a ¿cómo se relacionan los conceptos ‘sociedad bien ordenada’ y ‘desobediencia 
civil’? y la pregunta (vi), serán respondidas en el capítulo 3, pp. 65-85; y,  por último, 
¿qué es la racionalidad pública? y las preguntas (vii) y (viii) serán abordadas en el 
capítulo 4, pp. 86-103. 
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1.2. Objetivos 
 
En correspondencia con lo anterior, el objetivo general que nos hemos  planteado 
en esta investigación es fundamentalmente: analizar la propuesta rawlsiana de la 
desobediencia civil como una teoría normativa dentro del marco constitucional; para ello, 
es conveniente previa y necesariamente, (i) explicar el concepto de desobediencia Civil 
en John Rawls, (ii) describir y diferenciar  la desobediencia civil  de otras formas de 
protesta, (iii) comparar la desobediencia civil con la objeción de conciencia, (iv) justificar 
la desobediencia civil en John Rawls, (v) relacionar los conceptos ‘sociedad bien 
ordenada’ y ‘desobediencia civil’, (vi) reflexionar sobre  la sociedad civil en el marco de 
la teoría rawlsiana, (vii) categorizar la desobediencia civil como una acción de 
racionalidad pública, (viii) justificar  la desobediencia civil como un recurso legitimador 
de la democracia. 
 En consonancia con lo establecido en el apartado anterior, los objetivos 
específicos aquí enunciados se desarrollaran en el siguiente orden: (i) explicar el 
concepto de desobediencia Civil en John Rawls, (ii) describir y diferenciar  la 
desobediencia civil  de otras formas de protesta, (iii) comparar la desobediencia civil con 
la objeción de conciencia, (iv) justificar la desobediencia civil en John Rawls, serán 
explicado en el capítulo 2, pp. 31-64; seguido, los objetivos, (v) relacionar los conceptos 
sociedad bien ordenada y desobediencia civil, (vi) reflexionar sobre  la sociedad civil en 
el marco de la teoría rawlsiana, serán desarrollados en el capítulo 3, pp. 65-85; y 
finalmente, en el capítulo 4 se desarrollaran los siguientes objetivos, (vii) categorizar la 
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desobediencia civil como una acción de racionalidad pública, (viii) justificar  la 
desobediencia civil como un recurso legitimador de la democracia. 
1.3. Justificación  
 
La desobediencia civil es un fenómeno polémico y complejo, por lo que es 
pertinente una investigación sobre el tema para distinguirla de otras formas de protesta o 
de resistencia. 
  El concepto de desobediencia civil, como forma de protesta,  es la opción que 
tienen quienes protestan en contra de alguna autoridad o ley. En este caso, el abordaje de 
Rawls (1971, pp. 331-347) es importante, entre otras razones,  porque la publicación de 
su obra se da en el contexto cuando la filosofía política había perdido vigencia y la 
realidad política era estudiada desde la politología funcionalista. Es así que la publicación 
de Rawls hace una gran contribución a la filosofía política, ya que la desobediencia civil 
queda dentro de ese espacio de la filosofía 
.  Pero más allá de los problemas que surgen posteriores a la publicación de Teoría 
de la Justicia, son más importantes las discusiones surgidas desde su publicación. De esta 
manera, analizar la propuesta rawlsiana de la desobediencia civil como una teoría 
normativa dentro del marco constitucional es esencial desde el punto de vista académico, 
porque esta propuesta va más allá de categorías históricas y muestra una mirada 
normativa del fenómeno de la protesta. En esta manifestación de desobediencia los 
ciudadanos pueden hacer frente a la carencia o pérdida del diálogo con la autoridad de 
manera no violenta y sin la intención de derrocar, sino de cambiar leyes injustas que 
promueven violaciones a la justicia.  
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 Dentro de las implicaciones que justifican esta teoría podemos señalar que, a 
pesar del carácter normativo y no histórico de la propuesta rawlsiana, esta describe 
fácticamente las condiciones de violaciones a la justicia que ocurren dentro de una 
sociedad casi justa. Debe entenderse que esta propuesta requiere de cierto grado de 
ordenamiento social y político. Por ello, Rawls explica el tema de la sociedad bien 
ordenada (Rawls, 1971, p. 410), aunque esta particular teoría no aplique a todas las 
formas de gobierno.  
Aun si alguna sociedad reuniese el requisito de estar bajo un gobierno 
democrático, esto no sería garantía de que la desobediencia civil sirva como recurso, ya 
que se requiere que la sociedad esté casi bien ordenada, o sea,  casi justa. Obviamente, en 
el caso de una sociedad bien ordenada no sería necesaria la desobediencia civil.  
 El valor teórico de esta investigación es que el aproximarnos al problema de la 
desobediencia civil en la Teoría de la Justicia de John Rawls nos permite reflexionar 
sobre la naturaleza del estado democrático de derecho. Esto permite abordar con mayor 
profundidad el tema de la desobediencia civil desde la filosofía práctica, lo que posibilita 
el desarrollo de enfoques para un más fundamentado conocimiento del tema.  
La investigación posibilita, asimismo, entender la desobediencia civil como 
acción política y diferenciarla de otras formas de protesta; ofrece la posibilidad de 
reflexionar sobre su utilidad dentro de la sociedad dentro de las instituciones.  
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1.4. Alcances y limitaciones 
 
A pesar de la pluralidad de estudios que se han hecho sobre la desobediencia civil, 
la presente investigación se centrará en la concepción que presenta John Rawls en su obra 
Teoría de la Justicia.  
En ese proceso es necesario establecer una demarcación entre esta clase de 
disidencia y otras formas de cuestionamiento a una autoridad democrática, y relacionarla 
con conceptos fundamentales como ‘sociedad bien ordenada’, ‘razón pública’, ‘principios 
de la justicia’, entre otras.  
 No hay que perder de vista que para la realización de esta investigación usaremos 
la traducción de la obra hecha por el Fondo de Cultura Económica, editada en 1979. Y 
que, si,  en efecto, toda traducción es una interpretación, estamos expuestos al riesgo de 
la fidelidad en la traducción. En cuyo caso, procuraremos minimizarlo, tanto como sea 
posible, consultando fuentes complementarias. 
1.5. Tipo de investigación  
 
La presente investigación es descriptiva, de tipo corte documental; es el resultado 
de un proceso sistemático de indagación, recolección, organización, análisis e 
interpretación de información de documentos en torno al tema.  
Según autores como Tamayo (2003),  la investigación documental comprende la 
descripción, registro, análisis e interpretación de la naturaleza actual y la compresión de 
procesos y fenómenos de la realidad estudiada. En dicho proceso se busca, a través de la 
lectura y la escritura,  examinar un tema poco estudiado, en nuestro caso, el problema de 
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la desobediencia civil en John Rawls y la comprensión de conceptos utilizados por el 
autor para el basamento de su obra.  
En cuanto a la lectura, se han elegido los textos Teoría de la justicia, como ya 
hemos indicado, y Liberalismo político. En el proceso de la escritura, se analizan las 
construcciones que hace el autor con base en los significados que particularmente nos 
presenta.  
Con el propósito de facilitar la búsqueda e interpretación de los datos, se ha 
elaborado un esquema conceptual en el que se organizó, estructuralmente, los diferentes 
elementos que constituyen el tema objeto de investigación.  
1.6. Marco de referencia  
 
1.6.1. Marco teórico general 
 
El momento cuando aparece la reflexión rawlsiana sobre la desobediencia civil, lo 
expone Mejía Quintana:  
“El pensamiento de John Rawls constituye para muchos el 
resurgimiento de la filosofía política en la segunda mitad del siglo 
XX. Se origina, cronológicamente, con la publicación de A 
Theory of Justice (1971), cuyos trazados establecen un audaz 
intento por fundamentar una nueva concepción de la moral, la 
política y el derecho, y de sus relaciones entre si,́ con sustanciales 
connotaciones para el desarrollo institucional de la democracia e 
inaugurando con ello un proyecto alternativo” (Mejia Quintana, 
2016). 
 
El concepto de desobediencia civil de Rawls es necesario relacionarlo con los 
principios de justicia: (i) cada persona ha de tener un derecho igual al esquema más 
extenso de libertades básicas que sea compatible con un esquema semejante de libertades 
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para los demás; (ii) las desigualdades sociales y económicas habrán de ser conformadas 
de modo tal que a la vez que: (a) se espere razonablemente que sean ventajosas para 
todos, (b) se vinculen a empleos y cargos asequibles para todos. 
Rawls presenta diferentes formulaciones del segundo principio sobre las 
desigualdades sociales y económicas; estipuló como la primera,  el deber que tiene el 
gobierno de producir el mayor beneficio para los menos privilegiados y, como su segunda 
parte, el deber de otorgar igualdad de oportunidades a todos para acceder a puestos y 
posiciones. 
 Las propuestas de Rawls tienen un marco contractualista debido a que los sujetos 
aceptan los acuerdos que han sido realizados. Así,́ los sujetos deben obedecer las leyes y 
las autoridades. Esta condición nos adentra en la discusión sobre el sentido de 
obligatoriedad de obediencia a la ley.  
“No obstante, nuestro deber natural de apoyar aquellas 
instituciones que sean justas nos obliga a obedecer las leyes y 
programas injustos o, al menos, a no oponernos a ello por medios 
ilegales, en tanto que estas leyes y programas no excedan ciertos 
límites de injusticia” (Rawls, 1971, p. 394). 
La desobediencia civil se entiende como una acción política que en una sociedad 
casi justa puede ser un recurso de racionalidad pública para hacer frente a leyes injustas o 
instituciones sociales y políticas que han perdido legitimidad. A partir  de esta 
afirmación, la existencia de actos de desobediencia civil y la posibilidad de justificarlos, 
son consideradas en su teoría de la justicia. Esto nos permite dar una mirada teórica sobre 
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la comisión de actos ilegales bajo determinadas circunstancias y con la aceptación de la 
violación de la ley,  consciente de sus sanciones e implicaciones.  
A fin de ubicar el poder explicativo de las ideas de Rawls, es conveniente 
describir lo referente a las obligaciones y la posibilidad de comprender y justificar los 
actos de desobediencia civil.  
Las obligaciones, surgen de nuestros actos voluntarios, son definidas en su 
contenido por alguna institución o acción. Los deberes naturales se nos aplican 
independientemente de nuestros actos voluntarios, no guardan conexión con instituciones 
o prácticas; tampoco se definen por acuerdos o decisiones; se dan en las relaciones 
personales con independencia de relaciones institucionales. Entre los deberes naturales, 
mencionados por Rawls, están los de no dañar, no lesionar a un inocente, no causar 
sufrimiento innecesario, ayudar al otro y hacer justicia.  
Según Rawls, hay una condición de trasfondo para justificar los actos de 
desobediencia civil: la existencia de una sociedad democrática casi justa, o una sociedad  
bien ordenada en su mayoría, pero en la que ocurren algunas violaciones a la justicia. Es 
decir, una sociedad en donde se reconozcan en amplia medida el principio de igual y 
libertad para todos y, en el caso de desigualdades sociales y económicas, el de beneficiar 
a los menos favorecidos (Rawls, 1971, p. 404). 
Solo en este escenario de una sociedad casi justa, admite Rawls los actos de 
desobediencia civil y la posibilidad de justificarlos en los principios de justicia. Esto  
implica la existencia de un régimen constitucional y una concepción de la justicia 
públicamente reconocida (Rawls, 1971, p. 428). 
   
 
 22 
Para Rawls la desobediencia civil se trata de “un acto público, no violento, 
consciente y político, contrario a la ley, cometido con el propósito de ocasionar un 
cambio en la ley o en los programas de gobierno” (Rawls, 2001, p. 405). Otras 
características son: la aceptación de las consecuencias legales por los desobedientes 
civiles como actos perlocusionarios. Estos actos, siguiendo a Austin (1984), quien en su 
obra se refiere a actos perlocusionarios dentro de la teoría de los actos de habla;  aquí, es 
el acto que se realiza por medio de decir algo. El efecto perlocusionario de un enunciado 
es su acción sobre las conductas del destinatario. Así, por ejemplo, a través de la 
argumentación se puede exigir; al hacer alguna petición,  se puede lograr que alguien 
haga algo, en este caso en particular, la autoridad o el gobierno. 
Una de las características de la desobediencia civil rawlsiana es su carácter no 
violento. En la explicación de la no violencia, Rawls introduce una afirmación con fin de 
precisar los límites de las manifestaciones ilícitas en análisis: “embarcarse en actos 
violentos que pudieran perjudicar y lastimar es algo incompatible con la desobediencia 
civil entendida como modo de alocución” (Rawls, 2001, p. 164). 
El autor destaca que la participación en actos violentos, del mismo modo que el 
injuriar y el dañar,  es incompatible con la desobediencia como medio de reclamación. 
Cualquier interferencia con las libertades civiles de los demás tiende a oscurecer la 
cualidad de desobediencia civil del propio acto (Rawls, 1971, p. 407). 
Por otra parte, afirma que (Rawls, 1979: 407-408): “la desobediencia civil es no 
violenta por otra razón. Expresa la desobediencia a la ley, dentro de los límites de la 
obediencia a la ley, aunque está en el límite externo de la misma. La ley se trasgrede, 
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pero la fidelidad a la ley viene expresada por la naturaleza pública y no violenta del acto, 
por la voluntad de aceptar las consecuencias legales de la propia conducta. El concepto 
de violencia es denotado por Rawls en ejemplos como las injurias, daños e interferencias 
en las libertades civiles de los otros”. 
1.6.1. Marco antropológico  
 
Los individuos transgresores de la ley son personas morales; es decir, que son 
conscientes y racionales. Un acto consciente significa que la persona tiene conocimiento 
de las variables relevantes para la toma de decisión y las consecuencias probables de sus 
actuaciones. Asumir las consecuencias demuestra la importancia atribuida a los actos y la 
valoración de los riesgos por comprometerse en esa disidencia.  
Es un acto político, porque se dirige a la mayoría que detenta el poder y est á 
orientado y justificado por los principios de la justicia en lo que está basada la 
Constitución. No se funda en principios de moralidad personal o en doctrinas religiosas. 
Se pretende convencer a la mayoría de que las razones expuestas son válidas, porque 
están de acuerdo con la Constitución. Se supone, en virtud de estas características, la 
existencia de un espacio político apropiado para hacer valer las razones que justifican las 
reclamaciones y acciones asociadas a los actos de desobediencia civil. 
En este caso, la desobediencia civil tiene el propósito de ocasionar cambios en la 
ley o gobierno, su objetivo fundamental es hacer frente a las violaciones a la justicia en 
una sociedad regida por los principios de justicia. Los desobedientes exponen de manera 
precisa cuáles son sus reclamos, y no queda duda de los cambios pretendidos; así,́ toda la 
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comunidad política, que incluye a las autoridades, conocen las exigencias de quienes 
protestan y las posibilidades de atenderlas.  
Aunque en Teoría de la justicia el desobediente es visto como persona y como 
individuo, en El liberalismo político Rawls nos habla de ciudadanos. La disposición a 
aceptar las consecuencias legales por el incumplimiento de las normas jurídicas o 
programas de gobierno demuestra la sinceridad de quienes se comprometen en actos de 
desobediencia civil. Esto es, el arresto y el castigo se esperan y se aceptan sin resistencia.  
La suposición se basa en que el desobediente civil acepta la concepción de la 
justicia que subyace en las normas constitucionales. Sus actos de desobediencia se 
justifican sólo si se apela a dicha concepción (Rawls, 1993, p. 163). En esta situación, el 
ciudadano se encuentra frente a un conflicto entre el deber de obedecer las leyes o la 
trasgresión de la ley o autoridad tan pronto se dan cuenta de las violaciones a la justicia 
que ocurren en la sociedad a la que pertenecen. 
1.6.2. Marco conceptual 
 
Los conceptos fundamentales de nuestra investigación son ‘desobediencia civil’, 
‘justicia’, ‘sociedad casi justa’ y ‘sociedad bien ordenada’. ‘Desobediencia civil’ es una 
acción política que busca hacer frente a las injustas sin legitimidad que ocurren en una 
sociedad casi justa. Una sociedad casi justa es una sociedad mayormente bien ordenada, 
en donde se dan este tipo de violaciones. Este tipo de disidencia es inherente a los 
principios de la justica en Rawls. 
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Otros conceptos relacionados a nuestra problemática central es ‘acción política’, la 
que,  en sentido general, alude a las acciones que están basadas en principios políticos, 
más que aquellas acciones cuyo basamento es la moral particular, es decir, las creencias e 
ideologías que puedan tener los miembros de una sociedad. Por ‘racionalidad pública’ 
entenderemos la razón de ciudadanos iguales que, como un cuerpo colectivo, ejercen 
poder político, aprobando leyes y mejorando su constitución. En el caso de ‘leyes 
injustas’, nos referimos a aquellas que no se ajustan a las reglas apropiadas o a sus 
interpretaciones, alejándose de los principios de la justicia. Las ‘instituciones sociales y 
políticas’ son aquellas que, en su virtud, deben satisfacer las necesidades básicas de los 
miembros de una sociedad. Y por ‘pérdida de legitimidad’ hacemos referencia a la 
pérdida del diálogo y todos los recursos legales necesarios en una sociedad civil previos a 
la ocurrencia de la desobediencia civil. Y están relacionados con nuestros conceptos 
centrales porque nos permiten entender cómo funciona una desobediencia civil dentro del 
marco de una sociedad casi justa; ya que en una sociedad bien ordenada la desobediencia 
civil no es necesaria. 
1.7. Hipótesis 
 
En ese sentido, la hipótesis que nos planteamos en la presente investigación es la 
siguiente: La desobediencia civil es un recurso de racionalidad pública que en una 
sociedad casi justa, una sociedad bien ordenada en su mayor parte, hace frente a las leyes 
injustas o instituciones políticas y sociales que han perdido legitimidad.  
1.8. Estrategia metodológica 
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Como se ha indicado, la metodología que vamos a utilizar en nuestra 
investigación es cualitativa, utilizaremos como herramienta y técnica de investigación la 
revisión bibliográfica. Vamos analizar las características fundamentales de la teoría de la 
justica de Rawls enfocada específicamente sobre el tema de la desobediencia civil y 
examinaremos en sus textos los aportes más significativos sobre el particular.  
Metodológicamente, nuestro estudio se inicia definiendo la desobediencia civil en 
la Teoría de la Justicia de John Rawls. Luego se hacen comentarios que permitan 
describir el problema que presenta esta teoría en sus inicios, y que posteriormente el 
propio autor procura corregir. Con ello podremos enfocar la concepción de la 
desobediencia civil en el marco la filosofía práctica, a la vez que se logra esclarecer desde 
la perspectiva rawlsiana el carácter político de la desobediencia civil, dejando claro que 
no hablamos de cualquier tipo de protesta y menos de cualquier tipo de desobediencia a 
la ley, sino de una desobediencia en el marco constitucional.   
Analizamos esta teoría desde una perspectiva normativa, no histórica y no 
necesariamente con el propósito de estudiar la posibilidad de su aplicación.   
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CAPÍTULO 2. SOBRE LA DESOBEDIENCIA CIVIL EN RAWLS 
 
“Justice is the first virtue of social institutions, as truth is of systems of thought.” 
  John Rawls, A Theory of Justice. 
2.1. Preliminares 
 
La propuesta rawlsiana examina desde el inicio los principios que tienen como 
base este tipo de disidencia y su papel social y político. Además, a lo largo de este 
capítulo se estudiará las implicaciones de los mencionados principios dentro de la teoría 
sobre el deber y la obligación política en un marco constitucional. Este examen nos 
muestra el problema que presenta la desobediencia civil en la Teoría de la Justicia de 
John Rawls. 
Este capítulo examina los principios de la justicia en términos generales, pero 
delimitados a los principios del deber y de obligación natural. Los principios de la justicia 
en Rawls están plenamente relacionados con su teoría de la justicia. En primer lugar, para 
las instituciones, razón por la cual inicio este capítulo con el enunciado: La justicia es la 
virtud de las instituciones sociales, como la verdad a los sistemas de pensamiento.  
Luego, la aplicación de estos principios a los individuos. Para tal propósito consideramos 
necesario definir la desobediencia civil dentro del marco de la teoría de la justicia de 
Rawls. Seguido, la delimitación de la desobediencia civil de otras formas de protesta, 
especialmente en donde escinde la desobediencia civil de la objeción de conciencia. Para 
tal motivo presentaremos brevemente dos casos para ilustrar: El caso Thoreau y el caso 
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Sócrates. Finalmente, presentaremos el papel y la justificación de la desobediencia civil 
según Rawls. 
 
2.2. Definición de la desobediencia civil en Rawls 
 
A continuación, ofrecemos la definición rawlsiana de desobediencia civil y 
haremos un breve análisis de los elementos esenciales de dicha definición. De acuerdo 
con Rawls, ‘desobediencia civil’5 es “un acto público, no violento, consciente y político, 
contrario a la ley, cometido habitualmente con el propósito de ocasionar un cambio en la 
ley o en los programas de gobierno” (Rawls, 1971, p. 332). 
 
2.2.1. La desobediencia civil es un acto público  
 
La desobediencia civil es una acción política que está profundamente enlazada 
con los movimientos e iniciativas que se realizan desde la sociedad civil; de tal manera 
que dicha acción tendrá peculiares características, como, por ejemplo, (i) deberá ser una 
acción voluntaria y (ii), tiene necesariamente que ser pública. Ser pública significa que 
“No solo se dirige a principios públicos, sino que se comete en público” (Rawls, 1971, p. 
333). 
                                                        
5 Rawls señala que ha seguido la definición de desobediencia civil de H. A. Bedau. La desobediencia civil 
es un acto público, no violento, consciente y político, contrario a la ley, cometido habitualmente con el 
propósito de ocasionar un cambio en la ley o en los programas de gobierno. Véase su “On Civil 
Disobedience” Journal of Philosophy, vol. 58 (1961) pp. 653-661. Rawls señala que esta definición es más 
estricta que el significado propuesto por el ensayo de H.D. Thoreau. 
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Es una forma de disidencia semejante al discurso público, debido a que expone 
una voz que la ubica dentro un escenario abierto. Esta tiene que darse a conocer y 
cometerse en público. Sus motivaciones y objetivos no pueden ser producto del secreto ni 
el encubrimiento. Es una forma de petición pública con profundidad política en donde 
quiénes participan han de estar conscientes para llevar su convicción y expresión al foro 
público. Además, las trasgresiones que ocurran a la ley deben tener como característica la 
no violencia. 
2.2.2. La desobediencia civil es un acto no violento 
 
De acuerdo con Rawls, “la desobediencia civil es no violenta. Trata de no emplear 
la violencia, especialmente contra personas, no por una aversión al principio de uso de la 
fuerza, sino porque es expresión final del propio caso” (Rawls, 1971, p. 334).  
Si utilizamos la desobediencia civil como medio de reclamación política,  sus 
consecuencias no han de ser heridas ni daños que muestren inconsistencias con esta 
forma particular de disidencia, por tanto, no ha de considerarse ninguna forma de 
violencia dentro de la perspectiva rawlsiana de desobediencia civil. Entonces, la 
desobediencia civil es no violenta porque se expresa dentro de los límites de la fidelidad a 
la ley, aunque está en el límite externo de la misma6.  
En este sentido, Sousa Santos (2017) nos dice: “incluso sin salir del marco liberal 
de la teoría, la democracia es incompatible con la violencia política porque la única 
violencia legítima es la del Estado”.  
                                                        
6 Para un examen más profundo, se puede consultar a Charles Fried, “Moral Causation” Harvard Law 
Review, vol,77 (1964), pp. 1268. 
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2.2.3. La desobediencia civil es un acto consciente y político 
 
Ha de tenerse en cuenta que “la desobediencia civil es un acto político, no solo en 
el sentido de que va dirigido a la mayoría que ejerce el poder político, sino también 
porque es un acto guiado y justificado por principios políticos, es decir, por los principios 
de la justicia que regulan la Constitución y las instituciones sociales” (Rawls, 1971, p. 
333).    
2.2.4. La desobediencia civil es un acto contrario a la ley 
 
Hay una violación a la ley injusta, pero solo por la naturaleza pública y no 
violenta del acto, adicional a la voluntad de los trasgresores de aceptar las consecuencias 
o sanciones legales relacionadas con su conducta. Rawls dedica dos glosas al asunto de la 
ilegalidad de la desobediencia civil; la primera es una sugerencia ilustrativa sobre leyes 
imprecisas y severas como la traición. En ese sentido, no sería adecuado desobedecer 
cuando la pena es mucho mayor de lo que los desobedientes razonablemente estarían 
dispuestos a aceptar. La segunda glosa “es que el acto de desobediencia civil es 
considerado contrario a la ley, al menos en el sentido de que los implicados en él no están 
presentando simplemente un cargo de prueba para una decisión constitucional, sino que 
estén dispuestos a oponerse a la ley aun cuando ésta sea sostenida (Rawls, 1971, p. 333). 
 
2.2.4. La desobediencia civil es un acto colectivo 
 
La desobediencia civil debe ser colectiva; aquí el autor se aleja de la concepción 
tradicional que hoy entendemos como objeción de conciencia (véase §2.3), la cual tiene 
como particularidad la expresión individual. 
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2.2.5. La desobediencia civil es un acto cometido habitualmente con el propósito de 
ocasionar un cambio a la ley o en los programas de gobierno 
 
Finalmente, en Rawls, la desobediencia civil ha sido pensada para el caso especial 
de una sociedad casi justa (véase capítulo III); asimismo, bajo el supuesto de que el 
Estado más próximo a la justicia es un régimen democrático legítimamente establecido, 
entonces, esta teoría requiere como condición de posibilidad este tipo específico de 
régimen. 
 La desobediencia civil plantea un problema en tanto surge un conflicto de 
deberes, ¿en qué punto deja de ser obligatorio el deber de obedecer las leyes promulgadas 
por una mayoría legislativa (o por actos ejecutivos captados por tal mayoría) en vista del 
derecho a defender las propias libertades y el deber de oponernos a la injusticia? Este 
problema abarca la cuestión de la naturaleza y los límites de la regla de las mayorías. Por 
ello el problema de la desobediencia civil es prueba decisiva para cualquier teoría de la 
base moral de la democracia (Rawls, 1971, p. 331). 
 Rawls nos presenta la desobediencia civil como una teoría constitucional que 
tiene tres partes: (i) la que define esta forma de protesta y las delimita de otras formas de 
oposición a la autoridad. (ii) la que posiciona a la desobediencia civil entre esta variedad 
de posibilidades y (iii) la que explica el papel de la desobediencia civil en un sistema 
constitucional.  
  Antes de entrar plenamente en la definición de la desobediencia civil,  debemos 
recordar el problema que nos estamos planteando y las dificultades que tiene esta teoría 
con respecto a su utilidad. Las expectativas que se tienen de una teoría de la 
desobediencia civil con carácter normativo y dentro del marco constitucional no son 
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muchas. El mismo autor señala que “No debemos esperar demasiado de una teoría de la 
desobediencia civil, aun cuando haya sido proyectada para circunstancias especiales. Los 
principios concretos que decidan directamente los casos reales, están obviamente fuera de 
lugar” (Rawls, 1971, p. 332). 
Un aspecto que se debe considerar tiene que ver con los motivos y las razones que 
impulsan a los ciudadanos a desobedecer civilmente, ya que su convicción política tiene 
que estar motivada por razones ético-morales o, más bien, por motivos políticos que 
tengan en su haber la claridad necesaria en sus intenciones al inducir a una revisión o, en 
todo caso, a un cambio en aquello que se objeta o rechaza. Si asumimos, como uno de los 
objetivos de este escrito, el plantearnos la desobediencia civil elucubrando las reflexiones 
que tiene Rawls sobre este tema, es necesario establecer la distinción entre desobediencia 
civil y objeción de conciencia y otras formas de protesta. 
 
2.3. La desobediencia civil y otras formas de protesta 
 
A pesar de la existencia de evidencias de desobediencia civil a lo largo de la 
historia, la trasgresión a la ley, ya dentro del marco de lo civil o lo penal, se ha convertido 
en todo un fenómeno de masas en los últimos años; sobre todo, a partir de la segunda 
mitad del siglo XX. A partir de 1965,  en los Estados Unidos, hay un gran impacto por la 
lucha de los derechos civiles, particularmente, tendrá un significativo efecto en la región 
sur de los Estados Unidos. Esta lucha ya había logrado efectos positivos en otras latitudes 
de Estados Unidos, especialmente en la campaña contra la segregación racial liderada por 
Martin Luther King. Aunque de igual forma, los movimientos de poder negro como el 
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liderado por Malcolm X han de ser considerados como ejemplo del movimiento social de 
aquel entonces (Stacey & Scott-Baumann, 2013).  
En este apartado, distinguiremos la desobediencia civil de otros tipos de 
disidencia, como la rebelión, las manifestaciones públicas y resistencia, además de la 
objeción de consciencia7; esta última será tratada en un apartado distinto por su especial 
relación con la desobediencia civil (relación que explicaremos en su debido momento). 
Aun evidenciado que hay otros tipos de protesta, para los motivos de esta investigación 
solo pretendo establecer que la desobediencia civil se ha convertido en una forma de 
disidencia e instrumento legitimador frente a las violaciones a la justicia, mostrando 
características diferentes de otros movimientos políticos que buscan el mismo fin.  
2.3.1. Desobediencia civil y rebelión 
 
Rebelión es lo opuesto de resistencia, especialmente cuando se realiza faltando a 
la obediencia debida (RAE, 2014);  es un delito contra el orden público y establecido. La 
rebelión es la forma de disidencia cuyo espectro puede ser muy amplio. Vemos también 
en Wolowski (1884, p. 632) que “Rebellion is a refusal of obedience or order”. En ambos 
se refiere a la resistencia abierta contra las órdenes de una autoridad establecida.  
Esta forma de protesta puede manifestarse como una resistencia pacífica hasta con 
un intento organizado y armado de destruir la autoridad establecida. Aunque, este último 
sentido es lo más alejado del concepto rawlsiano de desobediencia civil, ya que la 
                                                        
7 No nos referiremos a los actos de desafío a la provenientes de asociaciones voluntarias que tienen por sí 
mismo elementos delictivos. Los delincuentes son tan peligrosos para los movimientos políticos como para 
la sociedad en su conjunto. Además, mientras la desobediencia civil puede ser considerada como indicio de 
una significativa pérdida de la autoridad de la ley (difícilmente puede ser estimada como su causa) la 
ilegalidad criminal no es más que la consecuencia inevitable de una desastrosa erosión del poder y de la 
competencia de la policía (Arendt, 1969, pp. 81-82). 
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desobediencia rawlsiana, al ser normativa y reconocer el marco constitucional como 
marco de acción, no tiene como objetivo ni la violencia ni la destrucción del orden o 
autoridad establecida.  En nuestro caso particular,  la desobediencia civil rawlsiana no 
tiene como objetivo la destrucción ni del régimen ni la autoridad, sino un cambio en las 
leyes en donde hay violación a la justicia, como lo hemos explicado en el capítulo II en el 
punto 2.2.5.  
2.3.2. Desobediencia civil y manifestaciones públicas 
 
La manifestación es una reunión pública, generalmente al aire libre, para reclamar 
algo o protestar por algo (RAE, 2014). Si esta acción puede definirse como una oposición 
o desaprobación respecto de una cosa que se considera injusta, entonces una 
manifestación es una exhibición pública de la opinión de un grupo de individuos, esta 
puede ser de índole económica, política o social, mediante una congregación en las calles, 
es decir, en público. Las “manifestaciones también se han destacado por su carácter 
predominantemente espacial, donde las calles y plazas de las ciudades se han convertido 
en parte constitutiva de las expresiones de descontento y organización ciudadana” 
(Benski, Langman, Perrugovia, & Tejeira, 2013).  
El propósito de una manifestación es mostrar que una parte de la población está a 
favor o en contra de una determinada política, persona o ley. Al parecer,  el carácter 
colectivo o considerar cuánta gente participa le da mayor o menor éxito a un movimiento 
social como la manifestación. El carácter colectivo y público de la manifestación tiene 
una similitud importante con la desobediencia civil; mas su expresión no necesariamente 
está asociada con el carácter ilegal que nos muestra en este caso la desobediencia civil. Es 
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decir, una manifestación pública no es razón suficiente para ser considerada una 
desobediencia civil, esta tiene desde su esencia que ser ilegal. En adición, tenemos que 
considerar que las manifestaciones, usualmente, traen efectos que producen disturbios y 
violencia contra la propiedad privada o bienes públicos, peatones o la policía, o incluso 
contra los manifestantes. Generalmente, otros mecanismos de protesta como las huelgas 
(especialmente las huelgas generales), que, aunque también pueden ser legales y pacíficas 
y enmarcarse dentro de un orden constitucional, comúnmente van acompañadas de 
manifestaciones que hacen uso de la violencia, por ende, se alejan de ser acciones 
políticas no violentas.  
2.3.3. Desobediencia civil y resistencia 
 
La resistencia pasiva es la renuencia para hacer o cumplir algo (RAE, 2014). De 
pronto un individuo o grupo de individuos deciden resistir a determinado fenómeno que 
está ocurriendo dentro de su territorio. Esta acción política de resistencia no tiene como 
objetivo cambiar la ley, sino expresar la renuencia a los efectos que tienen las leyes 
impartidas sobre los que viven en determinado lugar. En este caso, la resistencia tiene sus 
características, “la no-violencia utiliza actos de omisión (donde se rechaza realizar 
acciones socialmente aceptadas o de obligado cumplimiento por ley o normativa); actos 
de comisión (cuando, por el contrario, se realizan acciones contrarias a la costumbre o 
prohibidas); o una combinación de ambos (Pozo, 2015, p. 31).  
En comparación con la desobediencia, como ya señalamos, la resistencia, 
primero, no busca cambiar o minimizar las violaciones a la justicia; segundo, no 
necesariamente su renuencia sea un acto ilegal. Y, finalmente, ha habido algunos 
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ejemplos históricos que ilustran excelentemente la resistencia expresada desde un solo 
individuo, Mahatma Gandhi y Henry D. Thoreau, pero el concepto que manejamos de 
desobediencia civil debe ser colectivo. 
2.4. La desobediencia civil como fenómeno político-jurídico 
 
Es importante establecer una demarcación de la desobediencia civil como 
fenómeno político. Esta apreciación conceptual nos permite otear sobre diferentes formas 
de protesta con el fin de encontrar las generalidades que comparten como acciones 
políticas; a la vez, ver los desacuerdos que hay entre cada una de las anteriores 
expresiones de disidencia. A partir de aquí, se pueden generar discusiones relevantes 
dentro de la filosofía práctica desde una perspectiva optimista. La necesidad de dar 
rigurosidad a acciones políticas como la desobediencia civil nos proporciona un 
instrumento que sirva para hacer frente a las violaciones a la justicia que ocurren cuando 
los individuos que conviven en una sociedad no están de acuerdo o sienten indignación 
frente a una ley o autoridad que consideran injusta. Hasta los críticos consideran que la 
desobediencia civil es un eufemismo que solo busca controlar las futuras rebeliones y 
enmarcarlas dentro de un marco constitucional en donde no haya violencia y sus 
expresiones no sean dañinas al status quo. 
La paradoja que presenta la desobediencia civil es ser una trasgresión al sistema 
jurídico positivo sin ser un desafío a este orden, sino un tipo de protesta amparada en el 
mismo derecho que objeta. Precisamente, hemos presentado de manera formal el 
concepto de desobediencia civil de Rawls en Teoría de la Justicia, como acto público, no 
violento, consciente, político, colectivo e ilegal.  
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Frente a otras formas de oposición a la ley, el fenómeno de la publicidad en Rawls 
es importante, porque esta ruptura de la legalidad tiene como objetivo captar 
conocimiento y resonancia pública; los trasgresores quieren ser vistos y oídos. A partir de 
aquí, desean generar un debate que les permita denunciar públicamente las violaciones a 
la justicia. La finalidad es lograr convencer a los demás ciudadanos de la injusticia de la 
norma para poder presionar para su posterior anulación. En este sentido, hay que recordar 
que cualquier tipo de reclamo que no alcance la publicidad, es decir, que se exprese en el 
ámbito de lo privado o en secreto, al ser del desconocimiento público, no ha de ser 
incluido como acto de desobediencia civil. Esta postura del desobediente de articularse 
con el discurso público es necesaria para dar a conocer a las autoridades lo que se 
reclama. La publicidad como elemento fundamental de la desobediencia civil depende de 
un régimen democrático para poder realizar plenamente esta acción política.  
En lo político, la desobediencia civil busca el cambio de una norma en beneficio 
del propio sistema jurídico, ya que, en Rawls, la Constitución ha de tener los principios 
de la justicia como fundamento. Lo político radicaría en que una constitución está basada 
en los principios de la justicia, por tanto, tan pronto hay una violación a la justicia, las 
personas morales realizan una desobediencia civil, luego de haber agotado todos los 
recursos para el mejoramiento de la misma. El sentido de la justicia está ligado a los 
principios de la justicia que son el acuerdo que individuos, como miembros de la 
comunidad, han acordado resultado de la pluralidad y la superación de las inevitables 
diferencias ideológicas que rigen nuestra vida doméstica y social.  
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Lo político y lo público están relacionados, ya que la desobediencia civil es una 
acción que debe ser política basada en argumentos legítimos con los principios de la 
justicia y cuya observancia pueden los ciudadanos exigirse mutuamente en un sistema de 
cooperación social voluntaria entre personas libres; además, lo político debe ser 
expresado a través del discurso público que expone los compromisos democráticos. La 
parte central de la desobediencia civil es su carácter público y político.  
Otro concepto que se debe tener presente es el de los recursos legales, pero para 
expresar lo opuesto, su ilegalidad. Luego de haber un deterioro en el diálogo entre los 
miembros de una comunidad y la autoridad vigente, cuando ya todos los recursos legales 
han sido considerados y ejecutados, entonces se decide realizar la desobediencia civil. 
Por naturaleza, la desobediencia civil es una conducta ilegal.  Si hay algún acto de 
protesta dirigido al gobierno en donde no se trasgrede ninguna ley no es un acto de 
desobediencia civil. Quizás pueda ser considerado con algún otro tipo de oposición o 
protesta, pero esencialmente no de desobediencia civil.  
La no violencia, en este caso, ha jugado un papel sumamente importante en 
postulados como los de Rawls o Bedau, quien también es citado con anterioridad en 
referencia a este tema. La violencia está proscrita, ya que no hay razones que la sustenten 
desde esta perspectiva; por lo que la violencia a las personas o a las cosas queda 
totalmente excluida desde esta visión de la desobediencia civil. Desde la decisión de 
llevar a cabo una desobediencia civil, la no violencia se convierte en un requisito al que 
no se puede renunciar. Esta irrenunciabilidad a la no violencia está basada en la fidelidad 
que los miembros de una sociedad tienen por el orden democrático. De esta manera, este 
carácter nos aleja de toda forma de búsqueda económica individual y nos lleva solo al 
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beneficio de mejorar el sistema al que debemos obediencia. El principio básico sobre el 
monopolio de la violencia, adjudicado al Estado, exige al desobediente civil su lealtad a 
este fundamento constitucional y mantenerse dentro de los límites. Si los trasgresores 
sobrepasan sus límites haciendo uso de la violencia puede rebasar los límites de la 
desobediencia civil e ingresar a los terrenos de la revolución.  
La revolución como otra forma de oposición a la ley merece otro tratamiento, por 
lo que debemos tener límites entre las formas de trasgresión que vamos a cometer. El 
espacio que separa a la desobediencia civil de la revolución debe ser analizado con la 
debida seriedad. Es decir, en toda forma de oposición a la ley habrá elementos que 
muestren violencia, pero en el caso de la desobediencia civil se trata de un mínimo de 
fuerza física controlada, proporcionada, que no lesiona la integridad de las personas ni 
sus derechos básicos, tampoco las cosas. Así, los cortes de tráfico o acciones de 
resistencia no violenta a las acciones policiales son expresiones máximas de violencia 
para mantenerse dentro del mínimo para ser consideradas no violentas. 
El asunto de la consciencia es a la desobediencia civil, porque debido a su 
carácter de ilegalidad, los desobedientes deben aceptar el castigo. La aceptación del 
castigo ha causado interesantes discusiones entre pensadores sobre la desobediencia civil. 
Por ejemplo, Hannah Arendt se opone a esta condición y encuentra absurdo pensar que el 
desobediente deba darle bienvenida al castigo (Arendt, 1969, p. 62). Sin embargo, autores 
como Rawls mantienen esta exigencia como principio universalizable, ya que la mejor 
forma de liberar a los desobedientes de todo tipo de sospechas para lograr el acto político 
como objetivo es aceptar las consecuencias punitivas de nuestras acciones mostrando así 
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un acto de buena fe. Ya que se debe recordar que el fin es mejorar el sistema al que 
debemos obediencia.  
2.5. La desobediencia civil y el rechazo de conciencia 
 
En el apartado anterior hemos comparado la desobediencia civil con otras formas 
de resistencia a la autoridad. Pasemos ahora a investigar las relaciones (de similitudes y 
de diferencias) entre desobediencia civil y objeción de conciencia.  
Es cierto que ambas son formas de disidencias están orientadas a hacer frente a la 
dominación y la injusticia. Aquí hemos de enfocarnos en delimitar estas dos formas de 
disidencia.  
En este caso, nos señala Rawls que “el rechazo de conciencia consiste en 
desobedecer un mandato legislativo más o menos directo, o una orden administrativa. Se 
considera que es rechazo de conciencia, ya que se nos da una orden, y, dada la naturaleza 
de la situación, su aceptación por nuestra parte es conocida por las autoridades” (Rawls, 
1971, p. 335).  
Algunos ejemplos, con motivos meramente ilustrativos, pueden ser la negativa de 
algunos grupos religiosos a cumplir con ciertos mandatos basados en sus doctrinas 
religiosas o ideológicas, por ejemplo, los testigos de Jehová cuando se niegan a realizar 
los juramentos cívicos como el saludo a la bandera. Otro ejemplo sería la oposición que 
muestran los movimientos pacifistas al servicio militar obligatorio o bien la negativa a 
pagar impuestos teniendo como justificación el estar consciente de que dicho dinero será 
utilizado para el financiamiento de actividades con la que el individuo muestra su 
desacuerdo. En este caso, el más famoso dentro de la historia de los Estados Unidos es el 
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de Henry David Thoreau que se opuso a pagar sus impuestos porque sentía que se 
convertiría en actor de una grave injusticia para otro.    
 La objeción de conciencia tiene como característica aducir motivos 
exclusivamente morales; lo que convierte a esta acción dentro de la esfera de lo privado 
y, usualmente, su expresión y convicción es individual, por tanto, se aleja tanto de lo 
legal como de lo colectivo. Otra característica importante es que, en la objeción de 
conciencia, a diferencia de la desobediencia civil, no se tiene la finalidad de cambiar o 
derogar ninguna ley, como sí es el caso de la desobediencia civil.  
La objeción de conciencia o rechazo de conciencia “supone que la acción es 
conocida por las autoridades, aunque en algunos casos se pretenda ocultarlo. En los casos 
que la objeción sea secreta, hablaríamos de evasión en lugar de rechazo de conciencia. 
Las infracciones a la ley de esclavos fugitivos son casos de evasión consciente” (Rawls, 
1971, p. 336). 
Veamos ahora las diferencias entre la objeción de conciencia y la desobediencia 
civil. Primero, el rechazo de conciencia no apela al sentido de justicia de la mayoría, 
debido a que no está basado en los principios de la justicia que han sido considerados al 
momento de la conformación del contrato social, sino más bien esta forma de disidencia 
está algo cercana a ser un acto particular o individual, pero que expresa abiertamente su 
desacuerdo a una circunstancia específica, sin la necesidad que encontrar otros 
dialogantes que tengan el mismo objetivo en común.  
Segundo, los objetores de conciencia no son proselitistas, es decir, ellos no 
esperan ser escuchados ni tener como resultado un cambio en alguna ley que elimine 
alguna violación a la justicia que está ocurriendo como razón de su disidencia. Por 
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último, no necesariamente están basados en principios políticos. Generalmente, los 
objetores de conciencia muestran una conducta basada en formas de pensamiento 
doctrinal o motivaciones morales de desacuerdo, pero su protesta no tiene una base desde 
la cual se justifica un comportamiento basado en principios políticos que generalmente 
promueven la participación ciudadana en los procesos de legitimación entre los 
ciudadanos y ciudadanas y la autoridad que los gobierna o las leyes que a la que deben 
obligatoria obediencia.  Aunque, en profundidad, si valoramos desde una mirada frente a 
situaciones reales no hay una marcada distinción entre la desobediencia civil y el rechazo 
de conciencia. Es necesario un análisis filosófico para poder establecer la demarcación 
entre ambas formas de disidencia.  
La diferenciación entre desobediencia civil y objeción de conciencia se da “si 
queremos servirnos de un concepto estricto de desobediencia civil, el concepto que sirve 
para diferenciar esta figura de otras como la objeción de consciencia, y si renunciamos a 
usar el mismo con la generalidad y licencia teórica acostumbrada, habremos de admitir 
que éste ha sido gestado de forma muy estricta y limitada en cuanto al tiempo y lugar” 
(Pérez Bermejo, 1998, p. 80).  
2.5.1. El caso Thoreau 
 
Al leer a Thoreau en claves rawlsianas, su acción política no es suficiente para 
considerarla como desobediencia civil, sino una objeción de conciencia o en todo caso, 
como resistencia civil. La carencia de colectividad que permita la búsqueda de un 
objetivo en común, condición que no puede lograrse desde la expresión individual, le da 
ese carácter moral particular. Aquel individuo que expresa su desacuerdo a la autoridad 
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desde su individualidad, más allá de un objetivo político, busca el mejoramiento de las 
condiciones en que se encuentran los ciudadanos a través del diálogo entre los 
ciudadanos y la autoridad y las condiciones para que sea efectivo.  
No obstante, puede considerarse a Thoreau el símbolo conceptualizador de las 
prácticas de desobediencia civil y la no violencia y, en todo caso, como ya he 
mencionado anteriormente, es quien trae a mediados del siglo XIX las discusiones sobre 
el tema de la desobediencia civil. 
El caso es el siguiente: El 24 o 25 de julio de 1846, Thoreau se encontró con el 
recaudador de impuestos, Sam Staples, quien le pidió que pagara seis años de impuestos 
atrasados. Thoreau había rechazado abonar esa suma por cuestión de principios, ya que 
ese dinero sería usado para sufragar los gastos de la Guerra mexicano-americana y, 
además, consideraba que el gobierno del momento defendía la esclavitud. Por ello fue 
sancionado y enviado a la cárcel, lugar en donde en realidad sólo logró pasar una noche.  
Al día siguiente, Thoreau fue liberado contra sus deseos, cuando alguien, pagó el 
impuesto8.  Esta experiencia tuvo un fuerte impacto en Thoreau. A comienzos de 1848, 
impartió una conferencia titulada ‘Los derechos y deberes del individuo en relación con 
el gobierno’, en la que explicaba su resistencia tributaria. 
En dicho texto, se expone uno de los conceptos principales de la ideología de 
Thoreau: la idea de que el gobierno no debe tener más poder que la que los ciudadanos 
estén dispuestos a concederle, llegando a tal punto que propone la abolición de todo 
                                                        
8 Véase, Lenat, Richard. The Theory, Practice, and Influence. thoreau.eserver.org.  
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gobierno; esto lo convierte en el primer expositor estadounidense de los principios 
cercanos al anarquismo.  
El ensayo de Thoreau influyó en las ideas de León Tolstói y de Mahatma Gandhi. 
Thoreau se había inspirado en el poema político del romántico inglés Percy Shelley La 
máscara de la anarquía (1819), que comienza con las poderosas imágenes de las injustas 
formas de autoridad de su tiempo y luego imagina los principios de una forma 
radicalmente nueva de acción social. 
Desde la perspectiva rawlsiana,  las acciones políticas de Thoreau estaban 
plenamente motivadas por razones morales; por tanto, más que una desobediencia civil 
como tradicionalmente se ha considerado, es una objeción de conciencia. La pretensión 
clásica en los individuos que protestan motivados por razones puramente morales e 
intereses personales o privados es muy característico dentro del marco de las acciones 
que muestra H. D. Thoreau. 
2.5.2. El caso Sócrates 
 
Otro ejemplo de desobediencia civil cuya característica está más relacionada con 
la objeción de conciencia es el de Sócrates, quien afirmara que para un individuo con una 
conciencia reflexiva individual no es necesario obedecer las leyes que van en contra de su 
conciencia. En Sócrates, podemos observar la aceptación del sentido de obediencia a la 
ley de la “polis”, que está encargada de la regulación del Estado, pero se tiene el derecho 
de desobedecer aquellas leyes o a la autoridad, si desde las convicciones morales del 
individuo se está en desacuerdo, obviamente, al igual que en la desobediencia civil, se 
habrá que aceptar las consecuencias que conlleva esta desobediencia. En este caso 
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particular de la historia del pensamiento filosófico vemos como Sócrates, a pesar de sus 
acciones, finalmente accede lo que establece la ley al aceptar morir mediante la ingesta 
de la cicuta.    
2.6. Justificación de la desobediencia civil en Rawls 
 
 
En realidad, en un sentido estricto, la desobediencia civil no tendría que 
justificarse en la democracia, ya que las leyes injustas hechas por un poder legislativo 
democrático pueden cambiarse y variarse por ese mismo poder. Sin embargo, la 
experiencia ha sido otra: las democracias han ido mostrando imperfecciones, esta 
situación nos invita a considerar a la desobediencia civil como un recurso que nos ayude 
a legitimar el sistema de gobierno democrático al que debemos obligatoriamente 
obediencia. “Por tanto, las partes aceptarían las condiciones que definen la desobediencia 
civil justificada, como medios de establecer dentro del límite de la fidelidad a la ley, un 
último recurso para mantener la estabilidad de una constitución justa. Aunque este modo 
de acción es, estrictamente hablando, contrario a la ley, es un medio correcto de mantener 
un régimen constitucional” (Rawls, 1971, p. 349). 
 A partir de aquí,  podemos considerar en claves rawlsianas las condiciones que 
parecen razonables para que un grupo de ciudadanos decidan cometer una desobediencia 
civil. Luego, pasaremos a ver un posicionamiento de la desobediencia civil en lo que 
hemos considerado como un estado más próximo a la justicia; como el estado 
democrático entendido en este escrito. Entonces, consideraremos desde este análisis las 
circunstancias en que se justifica la desobediencia civil. Las condiciones necesarias que 
han de considerarse para la ocurrencia de la desobediencia civil en determinadas 
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situaciones son presunciones ya que las mismas no necesariamente se dan. Esto nos lleva 
a darnos cuenta de que, si la desobediencia civil es un último recurso como instrumento 
democrático, no quiere decir que se han agotado todo los recursos legales y 
argumentativos frente a los fenómenos políticos y sociales ocurrentes.  
 Rawls nos dice que “la primera condición se refiere a las clases de daños que son 
objeto apropiados de la desobediencia civil” (Rawls, 1971, p. 338). Es decir, ¿cuáles con 
los límites que debe tener la desobediencia civil?, ¿en qué momento debemos cometer 
una acción política como la desobediencia civil? Esta primera condición nos lleva a esta 
reflexión. Este tipo de protesta no debe darse sin una justificación razonable. Por tal 
razón, la desobediencia civil es una acción política con ciertas restricciones en este caso. 
¿Cuándo es el momento indicado para proceder? Si se ha cometido alguna violación a la 
justicia, se tiene que tener claro que la desobediencia civil está basada en los principios 
de la justicia. A la sazón, este fenómeno tiene que ser resultado de una violación al 
principio de libertad igual; además, de violaciones a la segunda parte del segundo 
principio, el principio de justa igualdad de oportunidades.  
 Es difícil medir en qué medida se pueden satisfacer los principios de la justicia, 
pero hay momentos de obviedad cuando las libertades de algunas minorías no están 
siendo respetadas.  A veces es visible que algunas instituciones nieguen algún derecho a 
un determinado grupo o sector de la población, ya sea porque no sea común o permitida 
su participación en ciertas prácticas o no se les permita ejercer algún derecho, hasta la 
supresión de algún derecho como el credo; si el principio de igualdad muestra 
dificultades en sus medidas, en torno a si se están violando los derechos de alguna 
minoría.  
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El segundo principio sobre la igualdad de oportunidades, las infracciones en este 
caso son más difíciles de reconocer. La noción del propio conflicto en el que está inmerso 
y las circunstancias referentes a este principio, aunque sean racionales, no son indicativo 
de satisfacción. El asunto es que para el alcance de este principio es necesario que de 
manera procesal se aplique primero a las instituciones y luego, a través de ellas, los 
individuos puedan satisfacer sus necesidades. La satisfacción de las necesidades básicas, 
como una relación entre los individuos y las instituciones, hace efectivamente a las 
instituciones más justas. La apelación a la concepción pública de la justicia es algo 
borrosa. Por tanto, la violación al principio del principio de libertad igual es el objetivo 
más apropiado de la desobediencia civil. (Rawls, 1971, p. 339). 
 En la condición anterior,  presentamos el principio de igual libertad como 
condición, debido a que define el estatus de igual ciudadanía en la democracia, y se 
encuentra en la base del orden político. Otra condición para la desobediencia civil 
“supone que los llamados a la mayoría política se han hecho de buena fe y han fracasado” 
(Rawls, 1971, p. 339). Hay un agotamiento de los medios legales de reparación, en 
consecuencia, las entidades bajo las cuales está la representación de los individuos que 
viven en una sociedad han mostrado indiferencia frente a las minorías y sus problemas.  
Tanto esa minoría como las instituciones que deben satisfacer sus necesidades 
están renuentes a sus protestas. La decisión de cometer una desobediencia civil en estas 
circunstancias es el resultado de una racionalidad que les permita entender que la 
desobediencia civil es el último recurso para utilizar. También, que, aunque ocurran 
violaciones a la justicia, eso no significa que todos los medios legales se hayan agotado. 
La repetición de apelaciones y la restitución del diálogo tienen que ser una permanente en 
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la reconstrucción de la legitimidad entre los individuos y la autoridad. Empero, si,  a 
pesar de todo lo anterior, los resultados de las acciones políticas realizadas siguen sin 
tener resultados, entonces se justifica la ocurrencia de la desobediencia civil como acción 
política para la exigencia del cumplimiento de los principios de la justicia. 
 La última condición es un análisis racional sobre los límites de la desobediencia 
civil. Es una condición necesaria, sí y sólo sí, no se logra justificar las condiciones 
anteriores. Esta última condición es una derivación de las anteriores. Esto podemos 
comprobarlo del modo siguiente: si una determinada minoría está justificada cuando 
incurre en desobediencia civil, entonces cualquier otra minoría en circunstancias 
similares también estaría justificada. (Rawls, 1971, p. 340) Aunque el análisis sobre los 
límites de la desobediencia civil en este caso es relevante,  porque las instituciones no 
podrían hacer frente a todas las protestas de las minorías que se encuentren en las mismas 
condiciones si se diera el caso. Esta situación es delicada porque de ello podría resultar 
un grave desorden que minaría la eficacia de una Constitución justa. En todo caso, como 
solución se tiene que plantear una alianza entre las minorías. Dicha alianza tiene que ser 
política y cooperativa para regular el nivel general de disidencia.  
Rawls señala:  
“…supongamos que, a la luz de las tres condiciones, tenemos 
el derecho de defender nuestro caso mediante la 
desobediencia civil. La injusticia de la que protestamos es 
una violación patente a las libertades de igual ciudadanía, o 
de igualdad de oportunidades, más o menos deliberada, 
durante un extenso período, ante una oposición política 
normal, y se dan todas las complicaciones planteadas por la 
cuestión de la igualdad” (Rawls, 1971, p. 341).  
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El ejercicio de esta acción política como un derecho nos acerca a la libertad. Pero 
hay que tener en cuenta su racionalidad y sabiamente exigir el derecho sin la necesidad 
de provocar una represalia de la mayoría. Recordemos que la desobediencia civil tiene 
lugar en el foro público y se debe procurar evitar efectos no esperados que puedan causar 
daño a quiénes estamos defendiendo al cometer esta acción política. 
Esta situación que hemos planteado anteriormente como justificación de la 
desobediencia civil en las democracias actuales, también nos lleva a la reflexión sobre la 
desobediencia civil que tiene que ver con la relación entre los ciudadanos, mayormente 
los que pertenecen a las minorías, que son los que tienen más motivos para la 
desobediencia civil. Así, esta tiene su atinencia con los ámbitos de la filosofía práctica y 
la filosofía política, sobre todo, porque deben centrar sus reflexiones sobre el conflicto.  
Dentro de este marco, se ha hizo muy popular, a partir del siglo XX, consignas 
que llaman a la desobediencia civil tan pronto los ciudadanos nos encontremos frente a 
alguna violación a la justicia y a la carencia de acciones políticas que fortalezcan la 
legitimación que hay entre la autoridad y los ciudadanos. En las democracias actuales con 
sus deficiencias, fisuras, imperfecciones, en fin, su inacabamiento, no muestran opciones 
de autocorrección. Es así que es necesario que haya acciones políticas que coadyuven al 
régimen constitucional a corregirse en esta relación entre el Estado y sus ciudadanos. 
 
Ahora, esto no quiere decir que el escenario para los que participan en una 
desobediencia civil sea fácil. Una de las preocupaciones que debe aceptar la 
desobediencia civil alude a que esa ilegalidad pueda tener consecuencias perjudiciales. 
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Así por ejemplo, Thoreau pensaba que las únicas consecuencias perjudiciales eran las 
provocadas por la reacción del gobierno a la desobediencia como tal y, además, que la 
imitación a la desobediencia era un incentivo para la acción y no una objeción. 
Al participar en la desobediencia civil, tratamos de dirigirnos al sentido de la 
justicia que tiene la mayoría de las personas, sobre todo, porque como ciudadanos están 
sujetos al sentido de obligatoriedad de obediencia a la ley. Desde aquí, se procura dar a 
conocer la opinión meditada y sincera sobre la existencia de violaciones a la justicia que 
afectan las condiciones para la libre cooperación.  
El análisis de la discusión sobre la desobediencia civil como acción política  ha de 
tener una motivación, en algunos casos, es la indignación como motor que generalmente 
la activa frente a las frecuentes violaciones a la justicia. De tal manera que la visión sobre 
la desobediencia civil no es unívoca, sino que confronta algunas posiciones ideológicas, 
algunas contraposiciones. Por ejemplo, desde el positivismo jurídico hay quienes están en 
desacuerdo con cualquier expresión de desobediencia por encima de la reflexión sobre las 
violaciones a la justicia. En este sentido, el estricto el positivismo jurídico no justifica las 
acciones políticas, su actitud frente al tema de la desobediencia civil es totalmente 
cerrada. El individuo podría encontrarse en un dilema: por un lado, está el deber jurídico 
de obediencia a la norma y, por otro, el deber moral de desobediencia relativo al mismo 
precepto jurídico. La lógica del positivista jurídico, sin embargo, coloca al desobediente 
en una especie de callejón sin salida: debe obedecerse a la norma legal. 
Esta posición es insostenible porque separa de manera tajante el derecho de la 
moral. De hecho, nos lleva a un escenario donde lo moral queda bajo sumisión del deber 
   
 
 51 
jurídico y su incumplimiento exige formas de disciplinar a quien no se ajuste a los 
mismos.  
Pero quienes desobedecen civilmente tienen razones para defender sin 
menoscabar razones constitucionales y, de esta forma, poder confrontar esta estricta y 
cerrada posición del positivismo jurídico. Aquí debemos recordar que las acciones 
políticas de los desobedientes están basadas en motivos ético-políticos que buscan el 
alcance de la justicia. Aun así, el sistema reprime al individuo a incumplir un deber 
rectamente fundado a costo del otro.   
Si observamos en general qué tienen en común las diferentes perspectivas sobre el 
tema de la desobediencia civil, podemos resaltar que la desobediencia civil es pública, 
abierta y compartida, por tanto, tiene que constituirse como una forma estratégica de 
acción colectiva. Como ya hemos señalado anteriormente, las claves rawlsianas que 
presentamos aquí muestran a la desobediencia civil desde una expresión que no puede 
darse desde la individualidad y, mucho menos,  dentro de la esfera de lo doméstico o 
privado. Aunque debo decir que no se puede soslayar el contenido moral, porque ese es el 
argumento defensivo fundamental de la no-violencia,  y es motor fundamental frente a las 
violaciones a la justicia.  
La desobediencia civil es un recurso que sirve al sistema constitucional cuando 
este está perdiendo su legitimidad por la permisibilidad frente a las violaciones a la 
justicia. Podemos decir que, desde Rawls, se sostiene que, si esta forma de disidencia es 
manejada restringidamente y desde el sano juicio, impulsa el mantenimiento y 
reforzamiento de las instituciones, de manera que puedan satisfacer las necesidades de los 
ciudadanos. Esto nos muestra que el rechazo de la injusticia debe estar dentro de los 
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límites de la obediencia y la lealtad a la ley, ya que esto nos sirve para evitar las 
divergencias con la justicia, y cuando se producen se han de corregir. 
En el tema de la desobediencia civil se articulan dos etapas correspondientes a la 
obra de Rawls. En una primera etapa, la desobediencia civil es un acto justificado por los 
principios de la justicia que regulan la Constitución.  Por lo tanto, solo se puede dar en un 
Estado justo que requiere de un régimen democrático regulado desde los principios de la 
justicia, que resultan ser morales y políticos. Por lo que dichos principios, primero, no 
buscan resolver todos los asuntos morales posibles, sino más bien están limitados 
materialmente a los problemas de la estructura básica de la sociedad; los conflictos 
fundamentales de justicia política dentro del ámbito de la moral pública en referencia a 
cuestiones constitucionales. Segundo, no están dirigidos a una moral sectaria o particular, 
sino que conviven en una comunidad plural.     
A través de esta concepción, hacemos una apelación al sentido de la justicia de la 
comunidad al declarar que los principios de la cooperación social entre las personas libres 
e iguales no están siendo respetados; cuando ello ocurre, se puede decir que, nos hemos 
alejado de la justicia.  
En la segunda etapa, se puede apreciar una desobediencia civil más orientada a la 
capacidad de razonar y alcanzar un sentido de la justicia en la colectividad pública, a 
partir de los principios de la justicia.  Hay un sentido de la desobediencia civil como una 
herramienta de fortalecimiento democrática que permite el desarrollo de una cultura para 
la participación ciudadana en términos que los ciudadanos asumen la responsabilidad 
compartida como participantes en los asuntos públicos.  
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Rawls resalta que es necesario dejar claro que en ningún momento la 
desobediencia civil es una amenaza al marco constitucional, sino una herramienta 
emergente de sujetos morales que se activa tan pronto se comete violaciones a la justicia.  
Su particularidad está en la negación al uso de la violencia, ya que como acción política 
su insubordinación a la ley está dentro de los límites constitucionales.  
La obediencia a la ley muestra que el acto es sincero y dirigido al sentido de la 
justicia de la colectividad basado en el sentido de la mayoría. La sinceridad es un aspecto 
importante en el planteamiento de Rawls, ya que sobre esta descansa el compromiso para 
que así sea posible imaginar una sociedad bien ordenada. 
Dentro de la fidelidad a la ley, la desobediencia civil actúa en forma de disensión. 
Desde esta perspectiva,  se muestra como un recurso estabilizador del sistema legal; 
refuerza las instituciones justas. Entendiéndose de esta manera, está claro que lo que 
estamos presentando aquí como desobediencia civil en Rawls, se diferencia de la acción 
militante y de la rebelión. En el caso del rebelde, se opone al sistema político vigente y 
no lo acepta como justo o razonable; desde su punto de vista no es necesario apelar al 
sentido de la justicia (vigente) porque lo piensa como erróneo. En fin, es un recurso 
constitucional, una forma de impugnación de las leyes y rectificación del régimen 
constitucional reconocido y legítimo.  
El desobediente no desconoce las facultades de las autoridades de invalidar las 
leyes, ya que estos principios residen exclusivamente en estas autoridades. Los 
trasgresores reconocen que son las autoridades las que rectificarán las leyes después de la 
ocurrencia de la desobediencia civil. Además, su objetivo no es contradecir los pilares del 
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Derecho, sino que la desobediencia civil es la apelación, último recurso de legitimación 
del sistema.   
2.7. El papel de la desobediencia civil según Rawls 
 
Esta forma de disidencia desempeña un papel dentro de un sistema constitucional 
y su relación con el régimen democrático. Hay que tener claro que cuando Rawls hace 
sus aseveraciones en torno a estos temas, está presente, siempre, el supuesto de una 
sociedad casi justa. No debemos olvidar que en la sociedad bien ordenada no es necesaria 
la desobediencia civil.  
 El supuesto de una sociedad casi justa tiene implicaciones prácticas como el 
hecho de estar sujeta a un régimen democrático. La línea divisoria entre una sociedad 
bien ordenada, concepto clave que explicaremos con claridad en el capítulo siguiente, y 
una sociedad casi justa es que en esta última existen injusticias. Ya que partimos de un 
supuesto, sería consistente decir que en esta sociedad de referencia, los principios de la 
justicia son públicos y, obviamente, reconocidos por una mayoría. Adicional, los 
individuos que conforman estas mayorías son libres e iguales. “Al participar en la 
desobediencia civil, tratamos de apelar al sentido de justicia de la mayoría, y a dar a 
conocer que según la propia opinión, sincera y mediata, las condiciones de la libre 
cooperación están siendo violadas. Llamamos a los demás a que reconsideren, que se 
pongan en nuestro lugar y reconozcan que no pueden esperar que consintamos 
indefinidamente en los términos que ellos nos imponen” (Rawls, 1971, p. 347).  
 Este llamado es motivado fundamentalmente por la fuerza que tiene que tener 
toda concepción de la democracia, como sistema esencial en condición de libres e iguales 
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de sus miembros. Si esta concepción no tiene lugar y los individuos que son miembros de 
esta sociedad no tienen estas precondiciones, es decir, si consideramos la sociedad de 
otro modo, no tendría lugar la desobediencia civil como acción política. “Una vez 
interpretada la sociedad como esquema de cooperación entre personas libres e iguales, las 
personas dañadas por graves injusticas no tienen que someterse” (Rawls, 1971, p. 348).  
En aquellos casos en que el sistema de gobierno es teocrático y el que gobierna lo 
hace por orden divino, se convierte en la última autoridad moral, entonces sus súbditos no 
tienen más que el derecho a la súplica. Por tanto, cualquier forma de rebelión no tendría 
cabida. Es necesaria una concepción de la democracia que permita un sistema de 
cooperación entre individuos libres e iguales, ya que esta admite la desobediencia civil 
como forma de protesta que puede estabilizar el sistema constitucional atenuando su 
ilegalidad.  
 La desobediencia civil no es una acción política cuya operacionalidad está 
desligada de los demás elementos de la democracia. Esta acción política funciona en 
conjunto con otras expresiones de la democracia, como las elecciones libres y regulares 
hasta el poder judicial. La cuestión es que la decisión de un colectivo de cometer una 
desobediencia civil, como resultado de una elección prudente frente a violaciones graves 
a la justicia, nos colocaría en un escenario donde la utilización de esta forma de 
disidencia en una sociedad democrática nos ayuda al reforzamiento de las instituciones 
justas. “El rechazar la justicia dentro de los límites de la fidelidad a la ley sirve para 
evitar las divergencias con la justicia, y para corregirlas cuando se produzcan. Una 
disposición general a participar en la desobediencia civil justificada introduce cierta 
   
 
 56 
estabilidad en una sociedad bien ordenada, o al menos en una sociedad casi justa” 
(Rawls, 1971, p. 348).  
Dentro del papel de la desobediencia civil Rawls considera dos problemas:  
“…primero, la elección de los principios para las personas, éstas han 
de establecer las directrices para evaluar la fuerza de los deberes y de 
las obligaciones naturales y en particular, la fuerza del deber de 
obedecer una constitución casi justa, y uno de los procedimientos 
básicos, el de la regla de las mayorías. El segundo, es encontrar 
principios razonables para tratar las situaciones injustas, o las 
situaciones en las que la obediencia a los principios justos es 
solamente parcial” (Rawls, 1971, p. 348).  
 
Esta contemplación sobre el papel de la desobediencia civil ha de ser esbozada 
desde la doctrina, desde el punto de vista de la posición original.9 Es necesario tener claro 
ambos supuestos  para que se pueda justificar y, a la vez, darle cabida a la desobediencia 
civil. Hay que asumir discusiones y acuerdos previos que han sido establecidos y 
aceptados por los grupos de individuos que pertenecen a dicha sociedad.  La idea es que 
se parta de un contrato en donde los principios de la justicia son la base sobre la que debe 
pesar todo un sistema de cooperación entre personas iguales. Entonces, frente a alguna 
violación a la justicia, negarle a alguien la justicia es ir contra todo un sistema de 
principios que sostiene a la sociedad en que habitan todos, de manera que esta negación 
sería automáticamente un pronunciamiento en términos del reconocimiento del otro como 
igual.  
                                                        
9 La posición original es el status quo inicial apropiado que asegura que los acuerdos fundamentales en él 
sean imparciales. Rawls se refiere a la situación inicial con objeto de elaborar una teoría de la justicia. En 
ella se sitúan las personas morales dispuestas a recurrir a la razón pública para acordar los principios de la 
justicia que los regirán en sociedad. 
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“Por tanto, las partes aceptarían las condiciones que definen la 
desobediencia civil justificada, como medio de establecer, dentro 
de los límites de la fidelidad a la ley, un último recurso para la 
estabilidad de una constitución justa. Aunque este modo de acción 
es estrictamente hablando contrario a la ley. Es un medio moral 
correcto de mantener un régimen constitucional” (Rawls, 1971, p. 
349).  
 
Tan pronto como deliberadamente se cometen violaciones a la justicia, en esa 
misma medida se tiene que ir activando el sentimiento de indignación en los ciudadanos 
como una invitación a la sumisión o a la resistencia. La desobediencia civil es una 
apelación a la base moral de la civilidad como acto político. Los principios de esta forma 
de disidencia son políticos y no religiosos o ideológicos. Esto no quiere decir, de ninguna 
manera,  que los principios religiosos e ideológicos no sean importantes, solo que de 
ninguna manera las acciones políticas están cimentadas en estos principios, sino en los 
principios de la justicia. 
 En suma, el papel de la desobediencia civil en la sociedad, bajo las condiciones 
teóricas que hemos expuesto, es importante considerarlo en el sentido de la justicia. Toda 
vez que una mayoría no es quien será claramente afectada por las violaciones a la justicia. 
Por tanto, las minorías son la razón fundamental por la que grupos de individuos 
indignados deciden cometer acciones políticas de desobediencia para exigir a la mayoría 
el cambio en alguna ley o autoridad que permite violaciones que afectan a los menos 
favorecidos. Las mayorías, por el mero hecho de que lo son, no deben animarse al 
hostigamiento de las minorías y deliberadamente castigar su disidencia, tal cual lo 
expresa la ley. La conciencia moral de la mayoría de afrontar legalmente a los disidentes 
los obliga a escuchar sus peticiones, su capacidad de hacer justicia a través de la 
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reformulación de leyes injustas. He aquí como el sentido de la justicia es parte vital de la 
fuerza política.  
 El reconocimiento e influencias entre mayorías y minorías tienen como 
consecuencia el surgimiento de la reciprocidad. Aunque su concepción diste de ser 
similar, sus diferencias pueden responder a un dilema en la que queden atrapados en la 
misma conclusión. De tal manera que, como consecuencia de esta relación, surge el 
consenso solapante (El análisis de este nuevo concepto lo vamos a explicar en el capítulo 
cuatro). Así, ambas partes han de creer que apoyan el mismo juicio que sería invariable 
sin importar su posicionamiento. No vamos a analizar las situaciones referentes al 
surgimiento de un consenso estricto, porque si una de las partes decide no continuar con 
la reciprocidad que hemos establecido con anterioridad, entonces, no habría cabida para 
la desobediencia civil. Pero, hay que tener claro que en una sociedad democrática basada 
en los principios de la justicia también hay el reconocimiento que cada ciudadano es 
responsable de su interpretación de dichos principios.  
2.8 . Sumario  
 
Los elementos básicos de una desobediencia civil según Rawls son: 
Primero, es una acción política dirigida desde una concepción de la justicia de la 
sociedad. De modo que la desobediencia civil es un recurso de racionalidad pública que 
tiene como objetivo hacer frente a las violaciones a la justicia.  
Segundo, es una acción política, pública, colectiva, no-violenta, racional y 
consciente y contraria a la ley que busca cambiar la ley o los programas de gobierno; mas 
no derrocarlos. En este sentido, sus límites están bien determinados porque no tiene como 
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objetivo derrocar regímenes ni sistemas, sino mejorarlos. Por tanto, desobediencia civil se 
diferencia de otras formas de protesta en su expresión de oposición a la ley con un 
carácter moral y democrático. 
A lo largo del capítulo hemos definido la desobediencia civil como un último 
recurso democrático, sujeto a un marco constitucional, acorde con los principios de la 
justicia. Es decir, estos límites deben estar dentro de un contexto que no interrumpa el 
respeto a la ley ni a la Constitución. Sostenemos que en la propuesta de desobediencia 
civil en Rawls hay algunas limitaciones.  
Entonces, la desobediencia civil toma un giro con respecto a lo planteado en 
Teoría de la Justicia: La búsqueda del pluralismo, la necesidad de una base pública de 
justificación y el papel que tiene esta forma de disidencia en una sociedad democrática 
basada en los principios de la justicia y que sea una sociedad casi justa.Adicional, 
podemos decir que, en torno al giro referente a las acciones políticas, el autor añade las 
discusiones sobre el pluralismo y la razón pública en su posterior obra titulada: 
Liberalismo político, conceptos que vamos a atender fundamentalmente en el cuarto 
capítulo.   
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CAPÍTULO 3. ACERCA DE LA SOCIEDAD BIEN ORDENADA SEGÚN JOHN 
RAWLS 
 
“Many of our most serious conflicts are conflicts within ourselves. Those who 
suppose their judgements are always consistent are unreflective or dogmatic.” 
John Rawls 
― John Rawls, Justice as Fairness: A Restatement. 
 
3.1 . Preliminares 
 
Las sociedades están caracterizadas por un pluralismo de doctrinas morales, 
filosóficas, religiosas, comprehensivas, las cuales son diferentes y contrapuestas entre sí. 
Es en este contexto donde encontramos frecuentemente debates políticos que no logran 
soluciones justas, ello obedece –tal vez- a que en el momento de elegir qué principios son 
justos nos encontramos ante diversas posturas que utilizan concepciones del bien que no 
permiten determinar su condición de justicia o injusticia.  
En el presente capítulo realizaremos un acercamiento a los diferentes elementos 
en los que Rawls desarrolla su idea de sociedad bien ordenada, la cual está basada en los 
principios de justicia expuestos en Teoría de la Justicia.  
Los objetivos que nos hemos propuesto son: relacionar los conceptos de sociedad 
bien ordenada, sociedad casi justa y desobediencia civil. Para el alcance de estos 
objetivos, es necesario aproximarnos a una noción del ciudadano dentro de la teoría de la 
justicia de Rawls. Y, finalmente,  explicaremos el rol que tiene la sociedad civil como 
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parte de la desobediencia civil; describiremos –asimismo- las problemáticas que mediante 
sus propuestas intenta resolver John Rawls10. 
 
3.2 . La concepción de ser ciudadano en Rawls 
 
Consideremos desde las perspectivas de la filosofía práctica el concepto de 
ciudadano de acuerdo con Rawls, lo cual permitirá apreciar mejor el papel que tienen los 
individuos dentro del marco de su teoría de la justicia. 
 La teoría de la justicia rawlsiana, como ya hemos mencionado, está basada en los 
principios de justicia, porque el reconocimiento público de dichos principios brinda 
mayor apoyo al respeto que los hombres se tienen entre sí. Este respeto es necesario, ya 
que es la base de la cooperación social. El respeto, no sólo está orientado hacia uno 
mismo, sino hacia los demás.  
Un efecto esperado de esta forma de respeto a los demás es el respeto mutuo, ya 
que desde este se infiere a su vez el respeto propio. “Así pues, un rango deseable de una 
concepción de la justicia es que debería expresar públicamente el respeto mutuo entre los 
hombres” (Rawls, 1971, p. 172). Así se logra la valorización tanto de la vida propia como 
la del otro.   
El esquema que resulta de esta relación de alteridad basada en el respeto tiene 
como resultado el beneficio mutuo. El fenómeno de la alteridad está presente en la obra 
                                                        
10 Me refiero a las cuestiones de los debates políticos actuales y la estabilidad de una sociedad. 
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rawlsiana, como un respeto al otro. Igualmente, la observancia desde las instituciones nos 
muestra un reconocimiento público de circunstancias desde una medida institucional, 
fortaleciendo el valor propio en cada individuo como miembro de la sociedad.  
 Nos dice Rawls que “otra manera de expresar esto es decir que los principios de la 
justicia reflejan en la estructura básica de la sociedad11 el deseo que tienen los hombres 
de no tratarse como medios sino únicamente como fines en sí mismos” (Rawls, 1971, p. 
173).  
Vemos una perspectiva claramente kantiana de Rawls donde los hombres son 
fines y no medios para un fin.12  Y desde esta perspectiva surge la pregunta: ¿de qué 
manera los seres humanos pueden llevar la relación de alteridad al nivel de reconocer al 
otro como un fin y no como un medio?  Esta interrogante nos lleva nuevamente a la 
posición original, en donde los hombres contractarían de acuerdo con principios de la 
justicia que convendrían a todos.  
 En atención a lo anterior, ¿qué necesitarían los hombres en la posición original 
para poder alcanzar una noción del hombre como un fin más allá de como un medio? En 
primer lugar, deberían que ser racionales. Según Rawls, “si las partes desean expresar 
esta noción de un modo visible en la “estructura básica de su sociedad” con objeto de 
asegurar a cada hombre el interés racional por el respeto a sí mismo” (Rawls, 1971, p. 
                                                        
11 Al comienzo de Teoría de la Justicia, Rawls afirma que el objeto primario de la justicia es la “estructura 
básica de la sociedad”; esto es, el modo en que las grandes instituciones sociales distribuyen los derechos y 
deberes fundamentales y determinan la división de las ventajas provenientes de la cooperación social. 
(Rawls, 1971, p. 20) 
12 Véase Fundamentos de una metafísica de la moral, pp. 427-430 del vol. iv (Berlín, 1913) en lo referido a 
la segunda formulación del imperativo categórico. (Kant, 1980) 
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173). Para la realización de dicho contrato entre hombres, desde esta perspectiva no 
histórica como “posición original”,  deberían ser racionales.13 
 En Teoría de la Justicia,  Rawls se refiere a los individuos que son miembros de 
una sociedad como hombres y también como personas, pero, en todo caso, siempre bajo 
la exigencia de racionales.  Serán los hombres desde el uso de la razón los que deben 
acordar la superación de ciertas diferencias, al menos al momento de la elaboración del 
contrato en la posición original.  “Considerar a las personas como fines en sí mismas 
dentro de la conformación básica de la sociedad es convenir a renunciar a aquellas 
ventajas que no contribuyan a mejorar las expectativas de todos” (Rawls, 1971, p. 173). 
Por el contrario, si no se da esta condición desde la posición original nos llevaría a la 
consideración de las personas como medios lo que devuelve a la discusión el tema de la 
dominación teniendo como resultado mayores expectativas para las mayorías y 
reduciendo al mínimo las expectativas para las minorías o los indignados.  
 De acuerdo con esta concepción,  los miembros de una sociedad,  al momento del 
contrato deben ser libres e iguales. A partir de ahí los individuos acordarán los principios 
de la justicia que garantizarán la libertad y la igualdad de sus miembros. Efectivamente, 
tan pronto ocurren violaciones a la justicia, en donde se violen los principios de libertad 
igual y de igualdad de oportunidades,  las personas morales involucradas en estas 
circunstancias han de cometer de manera voluntaria, colectiva y en público  la 
desobediencia civil. 
                                                        
13 Los hombres o individuos o ciudadanos en Rawls deben ser racionales, pero esto no se refiere a la 
totalidad de la población, más bien a los que deciden participar del acuerdo o en relación a la desobediencia 
civil son aquellos que deciden cometer la desobediencia civil como una acción política.  
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Algunos de los cambios conceptuales que ajusta Rawls a lo largo de su teoría 
política en su noción de los ciudadanos desde Teoría de justicia hasta Liberalismo 
político, consiste en que en la primera analiza a los hombres o personas, en cambio, en la 
última, se refiere a los miembros de la sociedad como ciudadanos. En cuanto a estos,  
continua afirmando que son personas libres e iguales, que poseen dos facultades: lo 
razonable y lo racional, dos instancias de la personalidad moral, es decir, la capacidad de 
tener un sentido de la justicia (lo razonable, ubicado en el plano intersubjetivo) y la 
capacidad de tener una concepción del bien (lo racional, ubicado en el plano subjetivo) 
(Rawls, 1993, p. 71). 
Para ampliar el asunto de lo racional y lo razonable, Rawls cita a Kant y a Sibley, 
señalando: 
“La distinción entre lo razonable y lo racional se remonta, en mi 
opinión, hasta Kant: se expresa en el distingo que hace entre el 
imperativo categórico y el imperativo hipotético en 
Fundamentación de la metafísica de las costumbres (1785) y en 
sus demás escritos. El primero representa a la razón práctica pura, 
el segundo  a la razón práctica empírica. Para los propósitos de 
una concepción política de la justicia, doy a lo un sentido más 
restringido y lo asocio, en primer lugar,  con la disposición de 
reconocer la carga del juicio y aceptar sus consecuencias. La 
distinción entre racional y razonable fue discutida hace tiempo 
instructivamente, en forma general, por W.M. Shilbey en 
“Rational Versus The reasonable” en la Philosophical Review 62 
(octubre de 1953), pp.554-560. MI análisis concuerda con la 
distinción básica, como se resume en la p.560 de esa obra: 
sabiendo que las personas son racionales, no sabemos que fines 
persiguen; sólo sabemos que persiguen sus fines 
inteligentemente. Sabiendo que las personas son razonables e lo 
que se refiere a las demás personas, sabemos que están dispuestas 
a regir su conducta por un principio a partir del cual ellas y las 
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demás personas pueden razonar con otras, y las personas 
razonables toman en cuenta las consecuencias de sus actos en 
bienestar de las demás. La disposición de ser razonable no se 
deriva de lo racional, ni se opone a lo racional, sino que es 
incompatible con el egoísmo, así como se relaciona con la 
disposición a actuar moralmente. La explicación de Sibley acerca 
de lo razonable es más amplia, pero concuerda con los dos 
aspectos básicos relacionados con el ser razonable que yo utilizo 
en mi texto” (Rawls, 1971, p. 67). 
 
Cabe destacar que “una diferencia básica entre lo razonable y lo racional es que lo 
razonable es público de una manera que lo racional no14” (Rawls, 1993, p. 71). Pero lo 
razonable es un elemento propio de la idea de la sociedad como un sistema justo de 
cooperación, y el que sus justos términos sean razonables a fin de ser aceptados por 
todos, esto es parte de su idea de reciprocidad. Las personas razonables, se afirma, no 
están motivadas por el bien general como tal, sino por el deseo mismo de un mundo 
social en el que ellas, como libres e iguales, puedan cooperar con los demás en términos 
que todos puedan aceptar (Rawls, 1993, p. 68). Lo racional es una idea distinta de lo 
razonable y se aplica a un sólo agente unificado, ya sea una persona individual o 
corporativa, con los poderes de juicio y deliberación en la búsqueda de fines e intereses, 
peculiarmente los propios. A pesar de todo, los agentes racionales no están interesados en 
sí mismos, es decir, que sus intereses no siempre son aquellos que los beneficien. Cada 
interés es un interés de alguien (agente), pero no todos los intereses son beneficiosos para 
ese alguien que los tiene (Rawls, 1993, p. 71). 
                                                        
14 Samuel Freeman acentúa este punto en su instructiva exposición “Reason and Agreement in Social 
Contract Views” , en Philosophy and Public Affairs 19 (primavera de 1990), pp. 141-147. (Freeman, 1990) 
cita extraída de (Rawls, 1971, p.71) 
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Los ciudadanos concebidos de esta manera se ubican dentro de lo que Rawls 
denomina “Sociedad bien ordenada”. Al final, los ciudadanos desde esta concepción de 
sociedad son racionales y conscientes. Situación que exige que los desobedientes civiles 
sean personas morales, que responden plenamente a esta condición, en una sociedad que 
los reconoce como libres e iguales.  
3.3 . La sociedad bien ordenada. 
 
Las sociedades en su complejidad están caracterizadas por un pluralismo de 
doctrinas morales, filosóficas, religiosas, entre otras. En este contexto emergen debates 
políticos que no siempre ofrecen herramientas que minimicen las graves violaciones 
contra la justicia.  
Una sociedad bien ordenada es una asociación de personas organizadas de manera 
tal que favorezcan los intereses de sus miembros, regulada por una concepción pública de 
la justicia que se aplica de una manera efectiva. Una sociedad está bien ordenada cuando 
está “planeada para incrementar el bien de sus miembros, y eficazmente regida por una 
concepción pública de la justicia. Es, pues, una sociedad en la que todos aceptan y saben 
que los otros también aceptan los mismos principios de la justicia, y las instituciones 
sociales básicas satisfacen y se sabe que satisfacen estos principios” (Rawls, 1971, p. 
410). 
Entonces, podemos decir que una sociedad bien ordenada es una sociedad 
planeada para incrementar el bien de sus miembros, y eficazmente regida por una 
concepción pública de la justicia (Rawls, 1971, p. 410). El principio fundamental que ha 
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sido estructurado con esta idea de sociedad es el de justicia como equidad15, ya que desde 
el momento del contrato, es decir, desde la “posición original” las personas han de 
acordar que los principios elegidos para regir esta sociedad son intersubjetivamente 
aceptados.  La realización de este acuerdo debe darse dentro del marco de la elección de 
los principios de la justicia a los que se llega por consentimiento. No hay que acudir a 
ninguna forma de doctrina metafísica ni religiosa para la realización de este acuerdo.  
Rawls dice:  
“Ahora bien, una “sociedad bien ordenada” regida por su 
concepción pública de la justicia implica un profundo deseo de 
acción de sus miembros con base en los principios de la justicia. 
Esta situación tendrá como consecuencia que el acuerdo que 
sostiene a una “sociedad bien ordenada” permanezca en el 
tiempo. Esta permanencia a largo plazo permite que su 
concepción de la justicia sea más estable. Es decir, cuando las 
instituciones son justas, los que toman parte de estas 
disposiciones adquieren el correspondiente sentido de la justicia y 
el deseo de cumplir su obligación manteniéndolas” (Rawls, 1971, 
p. 411). 
 
Ahora, ¿de qué manera una concepción de la justicia puede ser más o menos 
estable? Podemos decir que, si el sentido de la justicia es capaz de vencer las 
inclinaciones destructivas desarrollando instituciones fuertes que puedan estabilizar y 
minimizar las violaciones a la justicia, entonces dicha concepción de la justicia será más 
                                                        
15 Justicia como equidad, también traducida como Justicia como imparcialidad, es la frase usada por el 
filósofo John Rawls para referirse a su teoría de la justicia. Corresponde también al título de un ensayo 
sobre el tema escrito en 1958 Justicia como equidad.  Es referencia obligada a la obra Teoría de la justicia 
del mismo autor. 
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estable; de lo contrario,  no habrá estabilidad y esta otra concepción de la justicia tendrá 
un sentido de la justicia ineficaz y menos estable. Al final, la estabilidad de una 
concepción de la justicia dependerá de su capacidad de triunfar frente a las violaciones a 
la justicia. 
La relación entre estabilidad y el principio de la justicia como equidad son la base 
conceptual de la sociedad bien ordenada y también de la desobediencia civil. En la 
posición original las personas adoptarán este principio para tener un esquema más 
estable. Esto no significa que no existan otras concepciones de la justicia, sino que Rawls 
al parecer cree que el sentido de la justicia de estas otras concepciones es defectuoso, 
debido a que en las sociedades no todas las personas desarrollan el deseo de actuar de 
acuerdo con estas concepciones. Una sociedad es bien ordenada porque sus miembros 
han acordado, desde la selección del principio de justicia como la equidad, una 
concepción de la justicia que su sentido de la justicia es estable, ya que sus miembros 
tienen el profundo deseo de cumplirlos.  
Las concepciones de justicia son parte de los principios de la justicia como 
equidad, lo que hace evidente que la estabilidad constituya un aspecto deseable de las 
concepciones morales, pues en la posición original, las personas libres e iguales 
adoptarán un sistema de principios cuya estabilidad se mantiene porque está basado en 
los principios de la justicia. Ahora, lo atractivo de una concepción de la justicia, siempre 
estará sujeto a que los principios de psicología moral engendren en los seres humanos ese 
deseo indispensable de actuar de acuerdo o en contra de ella.  
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Sin embargo, el criterio de estabilidad no es decisivo. Hay otros principios como 
el principio de utilidad -criticado por Rawls- según el cual los acuerdos siempre van en 
beneficio de la mayoría, justificando la exclusión de las minorías bajo la impronta del 
mayor beneficio al mayor número de personas16. Lo que se busca aclarar en este sentido 
es que, si los individuos persiguen, psicológicamente, solamente intereses por y para sí 
mismos, será imposible alcanzar un sentido correcto de la justicia. Lo que puede hacer es 
tomar las disposiciones sociales cuyos motivos estén centrados en intereses personales o 
de grupo para lograr persuadir a los ciudadanos a actuar de manera que se pueda 
maximizar la suma de bienestar. De esta manera, la identificación del sistema es una de 
las prioridades que le da Rawls en términos de equilibrio y estabilidad. Por tanto, 
reconoce que hay sistemas que no tienen estados de equilibrio, mientras que otros tienen 
muchos. Estas cuestiones dependen de la naturaleza del propio sistema.  
Referente al sistema Rawls especifica: 
“Los sistemas que aquí nos interesan, naturalmente, son las 
estructuras las estructura básica de las sociedades bien 
ordenadas, correspondiente a las distintas concepciones de la 
justicia. Y nos interesa, este complejo de instituciones de 
justicia políticas, económicas y sociales, cuando satisfacen, y 
quienes se hayan comprometidos en él saben públicamente que 
satisface, los principios de justicia adecuados. Debemos tratar 
de valorar la estabilidad relativa de estos sistemas” (Rawls, 
1971, pp. 413-414). 
 
                                                        
16 El propio Rawls resalta en una nota al pie de que a pesar de considerar esta interpretación sostenida por 
Bentham, hay otras interpretaciones de Bentham como la de Jacob Viner que buscan una concepción más 
correcta acerca de la función del legislador (Rawls, 1971, p. 412). 
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En términos generales,  podemos resaltar que los individuos en una sociedad bien 
ordenada se benefician y muestran un comportamiento consistente con las instituciones 
que los gobiernan. Es decir, si las personas viven en una sociedad en donde las 
instituciones son justas, porque estas satisfacen las necesidades básicas de los miembros 
de la sociedad, los individuos actuarán justamente. Así, los seres humanos en una 
sociedad bien ordenada irán adquiriendo un sentido de la justicia y otros sentimientos 
morales.  
Así,  lo que nos concierne en las estructuras básicas de la sociedad bien ordenada 
en correspondencia con la concepción pública de la justicia es que las instituciones 
sociales y políticas satisfagan las necesidades básicas de las personas. Además, de que 
quienes se hayan comprometido en este sistema, reconozcan las satisfacciones 
públicamente, ya que estas han sido orientadas por los principios de la justicia adecuados. 
Hay que reconocer desde adentro que en este tipo particular de sociedad se dan cambios 
sustanciales que permiten la diversidad. Esto quiere decir que la estabilidad y el 
equilibrio en una sociedad bien ordenada no es simple sino es el resultado de 
interacciones que resultan en una variedad de cambios constantes que se adoptan 
ocasionalmente haciendo de este fenómeno algo complejo.  
A partir de la satisfacción de la necesidades básicas de las personas. Un asunto 
importante consiste en la conformación de algunos deseos. Podemos verlo de dos formas: 
primero, el deseo de hacer lo que es justo por sí mismo y segundo, el deseo de no hacer lo 
que es injusto. Es decir, desde la perspectiva utilitarista la conducta justa es una conducta 
que beneficia a los demás y a la sociedad. En la primera hay la deficiencia de un 
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estímulo, el cual es fútil, pero en la segunda, sí es necesario un estímulo eficaz porque 
para su realización hay que tener motivos suficientes. La fundamentación de este 
comportamiento es psicológica,  ya que hay toda una teoría de recompensas y castigos 
dentro de la dimensión moral del individuo frente a hacer lo justo y su aversión a hacer lo 
injusto. Esta fundamentación psicológica del comportamiento de las personas se aleja de 
lo político,  por lo que la desobediencia civil no está motivada por este tipo de impulso.   
Habiendo explicado la fundamentación psicológica de la conducta de las 
personas, pasamos a una mirada que nos permita ver la fundamentación de la 
desobediencia civil desde la filosofía práctica, la que perfectamente se puede ilustrar en 
Rousseau y Kant. El aprendizaje moral no es tanto una cuestión de dar estímulos erróneos 
como un problema de libre desarrollo de nuestras facultades intelectuales y emocionales 
innatas, de acuerdo con su tenencia natural. Una vez las posibilidades de comprensión 
maduran y las personas llegan a conocer su lugar en la sociedad y son capaces de asumir 
el punto de vista de los demás, aprecian los beneficios mutuos de establecer unos 
términos justos de cooperación social.  
Tenemos una simpatía natural con otras personas y una susceptibilidad innata 
para las satisfacciones de la comunidad de sentimientos y del autodominio, y esto facilita 
la base afectiva de los sentimientos morales, una vez alcanzada una clara comprensión de 
nuestras relaciones con nuestros compañeros, desde una perspectiva adecuadamente 
general. Esta tradición considera los sentimientos morales como consecuencia natural de 
una plena apreciación de nuestra naturaleza social (Rawls, 1971, p. 416).  
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Los transgresores que han decidido realizar una desobediencia civil han de estar 
en plena motivación política, ya que ellos no deben estar motivados por impulsos o 
razones psicológicas ni por ningún otro tipo de moral particular. La realización de una 
acción política como la desobediencia civil  ha de estar motivada por la moral política, 
porque sus razones deben ser públicas.  
Rawls como una crítica a Mill expone:  
“Los ordenamientos de una sociedad justa son tan adecuados para 
nosotros, que todo lo que es evidentemente necesario para ella es aceptado 
como necesidad física. Una condición indispensable de esa sociedad es 
que en todo habrá de tenerse en consideración a los otros, sobre la base de 
unos principios de reciprocidad mutuamente aceptables. Es doloroso para 
nosotros que nuestros sentimientos no tengan nada en común con los de 
nuestros compañeros; y esta tendencia a la sociabilidad acaba facilitando 
una firme base para los sentimientos morales” (Rawls, 1971, p. 416).  
 
Por el contrario, realiza nuestras inclinaciones sociales  y, al abrirnos a un bien 
más amplio, nos permite controlar nuestros impulsos más mezquinos. Solo cuando nos 
vemos frenados, no porque perjudiquemos el bien de los demás, sino por su simple 
disgusto, o por lo que nos parece su arbitraria autoridad, se siente entorpecida nuestra 
naturaleza. Si las razones de los preceptos morales se aclaran en términos de las justas 
aspiraciones de los otros, esas restricciones no nos ofenden, sino que pasan a ser 
consideradas como compatibles con nuestro bien17.    
                                                        
17 Para la interpretación de la visión que puede ser vista en Mill véase Utilitarianism los capítulos III y V. 
También Sobre la libertad el capítulo III 
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Con base en lo anterior, es necesaria esta breve reflexión previa para tener una 
visión más clara de las personas y los alcances que pueden tener los seres humanos de los 
principios de la justicia, como miembros de una sociedad bien ordenada, que se encuentra 
en una esfera que nos muestra las moralidades de la autoridad, de la asociación y de los 
principios. De tal manera, el desarrollo moral de los individuos está totalmente ligado a 
una concepción de la justicia. 
La justificación que presenta Rawls sobre la sociedad bien ordenada es que esta es 
consecuencia de un acuerdo basado en los principios de la justicia. Esta condición 
necesaria busca evitar que se pueda relacionar a la sociedad bien ordenada como la 
presenta Rawls con las sociedades utópicas,18 las cuales presentan elementos  metafísicos 
que hacen difícil su aplicación más allá de la teoría, teniendo como consecuencia que 
sean sociedades que sólo pueden ser entendidas como ideales.  
Desde nuestro punto de vista,  Rawls busca que esta sociedad bien ordenada no se 
aproxime ni a la utopía ni al totalitarismo, por tal razón la sociedad bien ordenada tanto 
como la sociedad casi justa han de tener una concepción de la justicia basada en los 
principios de la justicia.  Adicional, es posible analizar otras formas de ordenamiento 
político y social que han logrado eficientemente que las instituciones logren satisfacer la 
necesidad básica de los miembros de la sociedad a la que pertenecen.  
                                                        
18 En este caso nos referimos etimológicamente a las utopías cuya derivación del griego οὐ ("no") y τόπος 
("lugar") y significa literalmente "no-lugar". La palabra fue acuñada por Tomás Moro para describir una 
sociedad ideal, y por lo tanto inexistente. 
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A partir de aquí,  es necesario el análisis de un concepto que Rawls poco definió 
en Teoría de la Justicia ni dedicó desarrollo alguno a la sociedad civil; como lo hizo con 
la sociedad bien ordenada. Sin embargo,  sí utiliza la palabra sociedad civil como un 
elemento del Estado dentro del marco del sistema de cooperación social. Así,́ aunque 
Rawls no muestra una definición de la sociedad civil, sí la considerada en sus diversas 
obras y ésta se entreteje con otros conceptos como la razón pública, la desobediencia 
civil, la tolerancia y las cuestiones de civilidad. En el siguiente apartado de este capítulo 
lo dedicaremos al tema de la sociedad civil. 
 
3.4 . Sociedad civil y desobediencia civil 
 
 
A continuación, mostraremos los elementos fundamentales de la sociedad civil y 
la relación entre esta y la desobediencia civil. 
La sociedad civil como parte fundamental en relación con la desobediencia civil 
es parte del eje propuesto por Rawls. En lo político,  la sociedad civil es uno de los 
términos relativos al Estado. En este sentido y mediante una definición de carácter 
negativo, se entiende por sociedad civil el ámbito de las relaciones sociales que no están 
reguladas por el Estado e incluye a las asociaciones voluntarias (Millan, 2003, p. 82).  
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La sociedad civil,  como ha sido estudiada desde el siglo XIX, es justamente la 
encargada  de la realización de la desobediencia civil19 , ya que es el lugar que “en una 
primera aproximación se puede decir que la sociedad civil es el lugar donde surgen y se 
desarrollan los conflictos económicos, sociales, ideológicos, religiosos, que las 
instituciones estatales tienen la misión de resolver mediándolos, previniéndolos o 
reprimiéndolos” (Norberto, 1989, p. 43). 
La sociedad civil es la esfera de las relaciones entre individuos libres que pugnan 
por sus intereses en medio de un campo de relaciones sociales. Así,́ esta condición hace 
que los grupos estén sujetos a estas situaciones conflictivas; entonces, las asociaciones, 
las organizaciones y los movimientos emancipatorios reclamantes de derechos civiles son 
quienes buscan espacios públicos de consenso mediante la razón pública. Este último 
concepto,  y su posible vinculación con la acción política de la desobediencia civil, será 
explicado en el siguiente capítulo con mayor detalle. 
El establecimiento de una sociedad civil verdadera pareciera estar subordinada a 
algunas condiciones específicas que se han dado sólo en algunos países donde en un 
                                                        
19 La importancia de la capacidad de vivir en asociaciones de ciudadanos libres e iguales construidas por un 
conjunto de normas jurídicas comunes, y con la finalidad del bien común; sin embargo, en la actualidad se 
presenta con algunos matices específicos. Desde entonces, y gracias a la política, los ciudadanos, sus 
virtudes y sus propias capacidades que habían de subordinarse a las del bien de la comunidad. Así,́ al 
perseguir conjuntamente el bien común —por medio de la discusión y el diálogo—, éste hacía que la vida 
pública se transformara en un proyecto moral común. Por su parte, en la Modernidad, la sociedad civil 
constituye el ámbito en el cual las personas intervienen, y está separada del Estado. Su surgimiento 
correspondió́ a la explicitación de aspiraciones compartidas por los actores sociales, que fueron dejando 
atrás formas y estrategias antiguas de integración política. Lo no estatal se puede identificar con lo pre-
estatal, con lo anti-estatal o con lo pos-estatal. En el primer caso se consideran las relaciones de asociación 
anteriores al Estado y en las cuales el Estado se sobrepone; en el segundo caso, lo anti-estatal se expresa 
como el espacio de la posibilidad del cambio frente a las instancias de dominio. En el caso de lo pos-estatal 
tiene un significado cronológico como la primera, y axiológico como la segunda. Representa el ideal de una 
sociedad sin Estado que emergerá́ por la disolución del poder político. En este caso es la absorción del 
poder político en la sociedad civil, como sostendría Antonio Gramsci (Bobbio, 2001, p. 41 y 42). 
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mismo momento histórico han logrado converger elementos fundamentales como la 
tolerancia, pluralidad, instituciones basadas en el derecho y la construcción de un Estado 
con su propia cultura.  
La teoría rawlsiana recoge algunos conceptos de John Locke, Alexis de 
Tocqueville y Charles barón de Montesquieu. Primero, de Locke asume el concepto 
fundamental de asociación, el derecho de protección, el derecho de resistencia, así ́como 
el derecho de desobediencia. Seguido, de Tocqueville toma los señalamientos que hace 
acerca de la sociedad, en tanto que agrupa y conjuga fuerzas dispersas, con lo que este 
nuevo tipo de sociedad muestra la capacidad asociativa para el alcance en asuntos 
prácticos, y como alentadora de la participación activa de sus miembros. Y, por último, 
de Montesquieu, la deuda de Rawls apunta a la defensa que hace de las asociaciones 
intermedias estables y sólidas entre el individuo y el Estado y,  con ello, se propicia la 
existencia de gobiernos moderados. 
La sociedad civil como tema ha sido trabajado muy extensivamente por Cohen y 
Arato, quienes señalan que la sociedad civil es: 
“[...] la esfera de interacción social entre la economía y el 
Estado, compuesta ante todo de la esfera íntima (en especial la 
familia), la esfera de las asociaciones (en especial las 
asociaciones voluntarias), los movimientos sociales y las 
formas de comunicación pública” (Cohen & Arato, 1992, p. 8). 
 
Así, podemos decir que la sociedad civil es, en la actualidad, una asociación 
voluntaria que está entre los individuos y el Estado. Además, su rol articulador está en la 
esfera social debido a su carácter de organizada, voluntaria, auto-generadora, autónoma 
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frente al Estado, y, por tanto, está protegida por el orden legal. Por consiguiente, las 
asociaciones civiles y los movimientos sociales luchan por defender y extender la 
vigencia de sus derechos y profundizar la democracia. La teoría de la sociedad civil parte 
de la idea de que existe una tercera esfera de la sociedad, además del mercado y el 
Estado, en la cual puede fincarse la democracia por medio de la libre asociación y en la 
base sociológica de la interacción social. Como señalan Cohen y Arato, ellos intentan 
justificar de manera sistemática la idea de sociedad civil, concibiéndola ahora 
parcialmente en torno a una noción de movimientos democratizadores auto-limitados 
(Cohen & Arato, 1992, p. 36). Pero hay diferencias que ellos mismos han expresado y 
que se ubicarían principalmente en que la estructura de la sociedad civil forma parte de la 
esfera privada, sin ninguna motivación política y cuya expresión pública está garantizada 
por los derechos. 
La sociedad civil ha de enfatizar su presencia en el ámbito público. Ella aparece 
sobre todo en “oposición a proyectos políticos autoritarios y en un contexto de luchas 
civiles por la democracia” (Panfichi, 2002, p. 13) la entendemos dentro del marco de una 
voluntad colectiva antiautoritaria cuya expresión de emergencia ha dado lugar a la 
desobediencia civil. Esta característica ha sido persistente en su aparición de la sociedad 
civil en la actualidad. La vuelta a escena del discurso de la sociedad civil crea esperanzas 
que buscan que aquellos ideales como la libertad, la igualdad política y social, la 
solidaridad y justicia promovidos por las grandes revoluciones puedan ser alcanzados. 
Pretensiones como las de los derechos humanos constituyen parte de estos ideales 
utópicos, de similar manera la aparición de la sociedad civil en un espectro también 
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utópico, que Cohen y Arato llaman “utopía auto-limitada”, (Cohen & Arato, 1992, p. 11), 
en tanto incluye formas de democracia y un conjunto de derechos civiles, sociales y 
políticos. 
En este contexto, Rawls persigue que su teoría sea una propuesta normativa más 
que una utopía.  El parecer de la propuesta de Rawls se presenta como un intento de hacer 
del mundo en que vivimos un lugar más justo, pues esta propuesta rawlsiana está basada 
en los principios de la justicia. De ahí ́que Rawls (1971, p. 106) afirme: “De este modo 
hemos encontrado un lugar para el concepto de fraternidad en la interpretación 
democrática de los dos principios y vemos que ella impone un requerimiento definido en 
la estructura básica de la sociedad”. Se trata del punto de partida de concepción rawlsiana 
acerca de la sociedad civil.  
Dora Elvira García (2006, p. 25) resalta la importancia del concepto de sociedad 
civil de Rawls, señalando que está constituido por varias características, como su carácter 
asociativo, cooperativo y plural, la relevancia de la razón pública para el alcance de 
acuerdos y la defensa de la justicia. Esto da cuenta del hecho de que la sociedad civil 
emerge en gran parte como reclamo o protesta que pretende generar una influencia y un 
cambio en la cultura política. 
El reclamo aludido se patentiza en la desobediencia civil, que -como ya decíamos-
es un acto político que surge desde la sociedad civil, y que, en el caso de Rawls, se 
justifica por los principios de justicia. 
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Autores como Offe (1982, pp. 7-22) sostienen que el estatismo del bienestar tuvo 
muy malas consecuencias en las formas de participación y de solidaridad. Y su apuesta es 
reconstruir la sociedad civil desde un programa de los movimientos sociales que pretende 
que la sociedad civil ya no dependa de una regulación e intervención. En Cohen y Arato 
habrá́ de politizarse por medio de una esfera intermedia entre los intereses privados y los 
modos de política evaluados por el Estado (Cohen & Arato, 1992, p. 67). Desde esta 
perspectiva, Cohen y Arato critican por ceñirse exclusivamente a los principios de los 
derechos, dejando de lado las cuestiones de legitimidad democrática. 
Esto nos lleva a cuestionar si la sociedad civil es un elemento del aparato público 
que nos sirve para el alcance de la justicia, si logra colocarse en las condiciones de la 
posición original. Además, las contribuciones de Rawls al concepto de sociedad civil en 
su teoría de la justicia tiene la pretensión de ver ¿cuál es la mejor forma de alcanzar la 
justicia en una sociedad?  Aquí, la necesidad de defender la sociedad bien ordenada 
rawlsiana adquiere sentido porque resulta que es una sociedad cooperativa entre grupos y 
generaciones, en la cual participan ciudadanos libres e iguales y miembros cooperadores 
de la sociedad en una vida completa.  
Los miembros de esta sociedad se respetan y tienen confianza en que sus intereses 
básicos son justamente tratados y que las instituciones básicas de la sociedad consienten 
un acceso justo, y les permiten perseguir sus propias concepciones del bien. La requerida 
estabilidad se logra gracias a los valores morales compartidos, incluyendo la 
determinación de los términos de la interacción social. “Los valores que se comparten: 
justicia y el tratamiento justo por las instituciones básicas; respeto a la diversidad, respeto 
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mutuo por el valor de todos los ciudadanos, respeto por la libertad con los presupuestos 
objetivos y subjetivos de la justicia: escasez moderada y sujetos desinteresados. Además, 
los participantes tienen la posibilidad de elegir sus propios planes de vida y es ahí ́donde 
se apuntala el pluralismo. De este modo, una sociedad bien ordenada significa una 
sociedad efectivamente regulada por una concepción pública de la justicia que se 
apuntala en una asociación como lo es la sociedad civil que ayudará a la consecución de 
la justicia en el ámbito político” (García, 2006, p. 17) o encontrarán los fundamentos 
justos para la desobediencia civil.   
3.5 . Sumario  
 
| El tercer capítulo ha tenido como objetivo relacionar los conceptos sociedad bien 
ordenada y desobediencia civil. Esta relación es fundamental, porque nos ha llevado a 
responder preguntas subordinadas que tienen que ver con la sociedad civil. En medio de 
esta discusión está un concepto importante planteado en nuestra hipótesis como lo es la 
sociedad casi justa.  
Como ya hemos señalado en el segundo apartado de este capítulo, una sociedad 
bien ordenada es una asociación de personas organizada de manera tal que favorezcan los 
intereses de sus miembros, regulada por una concepción pública de la justicia que se 
aplica de una manera efectiva. La misma está “planeada para incrementar el bien de sus 
miembros, y eficazmente regida por una concepción pública de la justicia. Es, pues, una 
sociedad en la que todos aceptan y saben que los otros también aceptan los mismos 
principios de la justicia, y las instituciones sociales básicas satisfacen y se sabe que 
satisfacen estos principios” (Rawls, 1971, p. 410).  
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Entonces, si una sociedad está bien ordenada no es necesaria la desobediencia 
civil. Pero ¿qué sucede si hay una sociedad que en su mayoría está bien ordenada, pero en 
ella ocurren algunas violaciones a la justicia?. En este caso, sí cabría hablar de la 
desobediencia civil. Primero, si una sociedad reúne ciertas características que nos llevan a 
concebirla como mayormente bien ordenada, o casi bien ordenada, pero en ella hay 
violaciones a la justicia nos referimos a ella como una sociedad casi justa.  
La sociedad casi justa es el espacio donde se llevan a cabo los principios de la 
justicia, teniendo al Estado como garante y ejecutor de dichos principios constitucionales. 
Los ciudadanos que son miembros de esta sociedad deben ser racionales y conscientes lo 
que permite que al realizar la desobediencia civil sus deseos sean basados en la 
concepción pública de la justicia y no en sus propios deseos e intereses. De esta manera, 
la sociedad civil es el espacio donde surgen estos conflictos o violaciones a la justicia por 
tanto podemos inferir que cuando Rawls habla de sociedad casi justa se está refiriendo a 
la sociedad civil.  
Dentro de los requisitos que exige Rawls para la realización de una desobediencia 
civil está incluido un sistema democrático, donde las instituciones políticas y sociales de 
la estructura básica de la sociedad sean virtuosas; en la medida que tienen la capacidad de 
satisfacer las necesidades mínimas de los miembros de la sociedad.  Entonces, si una 
sociedad X no reúne las características de la sociedad casi justa como la presenta Rawls, 
es decir, una sociedad mayormente bien ordenada, pero que en ella ocurren violaciones a 
la justicia,  tendrían los miembros de esta sociedad muchas limitaciones para realizar un 
acto de desobediencia civil. Un ejemplo claro, solo para ilustrar, muy superficialmente 
nuestra “X” representa nuestros países centroamericanos. Basado en las condiciones que 
   
 
 82 
muestran las instituciones sociales y políticas en la estructura básica de nuestras 
sociedades no cabría una desobediencia civil con las condiciones que señala Rawls, ya 
que las mismas, en términos generales, no se encuentran mayormente bien ordenadas.  
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CAPÍTULO 4. LA RAZÓN PÚBLICA COMO AMALGAMA ENTRE 
DESOBEDIENCIA CIVIL Y SOCIEDAD CIVIL 
 
“La razón de ciudadanos iguales que, como un cuerpo colectivo, ejercen poder político 
terminante y coercitivo unos respecto de otros aprobando leyes y mejorando su 
constitución.” 
John Rawls 
 
4.1 . Preliminares  
 
La idea de razón pública en Rawls está ligada a las discusiones sobre la sociedad 
política y, sobre todo, a lo referido a las sociedades plurales. En el siguiente capítulo,  
responderemos a nuestras preguntas relacionadas con ¿qué es la racionalidad pública?, de 
igual manera analizaremos a la desobediencia civil como un recurso legitimador de la 
democracia y, al final, podemos inferir si ¿es posible en realidad una desobediencia civil 
sin violencia?. 
Dentro del marco de esta concepción de la justicia, donde la desobediencia civil 
es el último instrumento de legitimación en una sociedad casi justa. Esta idea de la razón 
pública como una razón de los ciudadanos para la expresión de su poder intelectual y 
moral, nos permite otear sobre los tipos de razones que hay en una sociedad previo a la 
realización de acciones políticas que puedan trasgredir la ley.  
En las siguientes líneas,  no solamente veremos la noción de razón pública de 
Rawls, sino a su posible utilidad para comprender y articular nuestras discusiones 
públicas. La primera parte hablaremos sobre la fundamentación política de la razón 
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pública, mientras que la segunda parte, esboza una posible demarcación entre lo social y 
lo político. 
4.2 . Fundamentación política de la razón pública 
 
La noción de una razón pública en Rawls es fundamentalmente la manera en que 
cada individuo o cualquier otro agente razonable y racional enuncian sus propósitos como 
sociedad política. Ciertamente, estos agentes pueden ir desde el mismo individuo como 
fundamento del liberalismo, hasta diferentes formas de asociación como la familia o las 
confederaciones. La razón para estos casos hace referencia exclusivamente a la forma en 
que una sociedad política constituye su poder intelectual y moral.  
Cabe la necesidad de hacer referencia a los planteamientos de Rawls y su idea de 
la razón pública, esto con el propósito de expresar claramente la presencia de razones no 
públicas en la sociedad, estas deben ser determinadas en orden de poder demarcar su 
ejercicio y el ejercicio de la razón pública. La intención, después de hacer dicha 
demarcación, es incluir en esta discusión sobre la desobediencia civil de Rawls su idea de 
la razón pública como parte de una concepción política de la justicia. Teniendo claro que 
esta discusión sobre la razón pública no es novedosa, pero es original al vincularse al 
tema de la desobediencia civil.   
  Las razones20 tienen esa dimensión en donde algunas son públicas y otras no. 
Iniciemos por presentar las razones que no son públicas. Por ejemplo, aquellas razones 
                                                        
20 Frente a la pregunta ¿Qué es la ilustración?, Kant se detuvo a reflexionar acerca de dos ámbitos de la 
libertad (razón) : el uso público de la razón, por un lado, y el uso privado de la razón, por el otro. Para 
aquellos que están interesados en formar parte de los debates públicos, saber distinguir cuándo tenemos el 
derecho de hacer uso de nuestra razón para un fin público y cuando sólo para uno privado es 
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que provienen del ejercicio de instituciones exclusivamente privadas como las iglesias, 
las universidades e incluso de algunas asociaciones que forman parte de la sociedad civil. 
Lo usual es que sus maneras de formular sus planes no están basadas en razones públicas. 
Toda la cultura que hay en el trasfondo de estas instituciones y asociaciones está 
formulada más hacia la satisfacción de necesidades, que quedan atrapadas en lo social y 
doméstico,  que en lo referente a una sociedad política y pública. Si reflexionamos sobre 
regímenes que no son democráticos, la idea de bienestar no es el resultado de una 
sociedad política pública,  ya que la opinión pública casi no existe; lo más cercano a 
establecer razones públicas serían sus gobernantes y estos en estos regímenes no 
representan al pueblo.   
 Ahora,  veamos la razón pública. Esta es característica de un pueblo democrático: 
es la razón de sus ciudadanos, de aquellos que comparten los derechos y deberes en pie 
de igualdad. El sujeto de su razón es el bien público: lo que requiere la concepción de la 
justicia de la estructura básica de la sociedad, de las instituciones, y de los propósitos y 
finalidades a los que deben servir. Por tanto, la razón pública es pública de tres maneras: 
(i) como razón de los ciudadanos como tales, es la razón de lo público; (ii) su sujeto es el 
bien del público y sus asuntos son los de la justicia fundamental, y (iii) su naturaleza y 
contenido son públicos, dado por los principios e ideales  que expresan la concepción de 
la sociedad acerca de la justicia política, y conducidos a la vista de todos sobre esta base 
(Rawls, 1993, p. 204). Esta concepción de la razón pública es ideal y no necesariamente 
                                                                                                                                                                     
imprescindible. Según Kant, sólo podemos hacer uso privado de nuestra razón (sólo podemos criticar o 
juzgar alguna anomalía de nuestro entorno) cuando lo criticado es parte de nosotros mismos. (Kant, Que es 
la ilustracion?, 1784) 
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debe ser materia de la ley. Su posición frente a una idea de la razón pública es expresa, no 
es un tema de interpretación21. 
 Aquí hay una relación fundamental con la sociedad bien ordenada. Es decir, la 
razón pública se presenta como un deber ser de los ciudadanos dentro de una sociedad 
casi justa. Como condición básica para esta concepción de la ciudadanía es necesario un 
régimen constitucional democrático; para el alcance de este ideal, en este caso de la 
‘sociedad bien ordenada’.  Las sociedades han mostrado características muy variadas, 
dentro muchas formas posibles, de lo que son las sociedades políticas. En el caso de 
Rawls, su propuesta está cercana a un ideal, esto no hace de la formulación rawlsiana 
menos fundamental, sino que se muestra el esfuerzo filosófico del autor de contribuir 
dentro de los mundos posibles con una propuesta de sociedad que pueda servir de 
referencia para algunos programas políticos; obviamente bajo estrictas exigencias de 
cumplimiento para el alcance de los objetivos.  
 Como se ha visto, la razón pública es la razón de ciudadanos en pie de igualdad 
que, como cuerpo colectivo, ejercen el poder político final y coercitivo entre ellos, al 
poner en vigor las leyes y al hacer enmiendas a su Constitución.  
Rawls presenta algunos límites que ha de tener la razón pública vista desde su 
objetivo. Es decir, no aplican todas las cuestiones políticas, sino solo los elementos 
constitucionales esenciales y cuestiones de justicia básica. Podemos decir que en este 
                                                        
21 Esta situación es la razón fundamental por la que tituló su sexta conferencia en el Liberalismo Político, 
“la idea de una razón pública” (Rawls, 1993, pp. 204-241). 
 
   
 
 87 
sentido hace frente al tema de los derechos humanos, entre ellos la desobediencia civil, 
como objeto especial de la razón pública.  
 Otra característica de la razón pública  es que sus límites no se aplican a nuestras 
deliberaciones y reflexiones personales sobre cuestiones políticas, o al razonamiento 
acerca de ellas por miembros de sociedades tales como las iglesias y las universidades, 
todo lo cual forma parte importante del trasfondo cultural (Rawls, 1993, p. 206). El 
trasfondo cultural queda atrapado en la esfera de lo privado. Los ciudadanos pueden 
desempeñar un papel apropiado desde sus concepciones ideológicas, pero este ideal tiene 
como objeto que estos ciudadanos participen en el foro público en defensa de algún 
asunto político. Por tanto, aquellas actividades cuyas características sociales y culturales 
se reducen a lo privado no serán objeto de este tipo de razón política. En el caso 
particular del voto al igual que el discurso público, tendrían como ejercicios ciudadanos 
que estar regidos por una razón pública para evitar los riesgos de hipocresía en el 
discurso, de tal manera que hay que evitar que los votantes se expresen en un sentido y 
voten en forma diferente. Esta incoherencia, tan común en la actualidad,  resta a la razón 
pública su carácter de tal en el marco del ejercicio electoral.  
El voto secreto se ha convertido en otra fisura más del régimen democrático; 
porque permite la separación entre la opinión del individuo (ciudadano) y el ejercicio 
mismo del sufragio. Empero, en el caso particular de los que forman parte del gobierno, 
se debe distinguir entre cómo se administra este ideal a los ciudadanos comunes y a los 
funcionarios gubernamentales. En el caso del funcionariado no deberían tener que 
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justificarse porque sus actos tienen que estar basados en el conocimiento y comprensión 
de la Constitución y todo lo relacionado a ella.  
 Esto nos lleva directamente a la idea de razón pública que especifica los valores 
morales y políticos básicos que determinan un gobierno constitucional democrático. 
Existe una relación entre el gobierno con sus ciudadanos. Por tanto, la razón pública es la 
bisagra que articula entre esa cultura de fondo de la sociedad civil con la cultura de lo 
político. Todas las actividades que trascienden la esfera doméstica hasta las actividades 
institucionales relacionadas con el funcionamiento de las instituciones básicas de la 
sociedad forman parte de la cultura de trasfondo; aquí la sociedad civil desempeña el 
papel más importante. Hay la necesidad de una razón pública en el marco de una 
democracia constitucional, ya que al oponerse a ella se afecta el criterio de reciprocidad.  
Ahora no solo eso, sino que esta oposición es a la vez una afrenta al pluralismo razonable 
que incluye la participación de los miembros de la sociedad civil. Tal criterio es 
fundamental y significa, a su vez, la aceptación de la razón pública.  
En este escenario, el concepto relacionado es el de ‘cultura de trasfondo’. Así, 
cuando hablamos de cultura de trasfondo nos referimos a lo social, no a lo político; es la 
cultura del diario vivir, en donde se muestran las asociaciones tales como las iglesias, 
universidades, entre otras que subyacen a lo político y le sirven de soporte. Ahora bien, la 
cultura de fondo viene a ser la cultura de la sociedad civil, y es parte de un régimen 
democrático. Esto es de gran importancia, porque estas actividades que realiza la 
sociedad civil en la esfera privada son actividades pre-políticas. Y aunque la cultura de 
trasfondo, al ser social pertenece a la espera de las razones no públicas, aun así, es en la 
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cultura de fondo donde se desarrollan los debates, como componentes de la sociedad 
civil. “En este caso los debates deben darse de modo tal que las personas conscientes […] 
aporten sus creencias sobre el significado de la vida buena en encuentros inteligentes y 
críticos con otros entendimientos de otros pueblos con otras tradiciones [y termina 
diciendo] en suma, se presentan allí donde se trabaja seriamente en educación e 
investigación sobre el sentido de la buena vida” (Rawls, 1993, p. 159). 
Un aspecto que surge como resultado de esta mediación es el nivel de compresión 
que tienen los ciudadanos del ideal de razón pública, sobre todo, al no ser funcionarios 
públicos. Según Rawls, los ciudadanos suelen verse como si lo fueran y se preguntan 
cuáles serían las leyes más razonables, bajo el presupuesto de que actúan como si fueran 
legisladores ideales,  a partir de lo cual se implica el concepto de razón pública y de 
consentimiento sin amenazas o coacciones. Así se generará el carácter democrático que 
estará limitado por las leyes constitucionales. Los aspectos de la razón pública son: 
[…] las preguntas políticas fundamentales las personas a quiénes 
se aplica (oficinas del gobierno, y oficinas públicas), su contenido 
como dado por un conjunto de concepciones de justicia política 
razonables, la aplicación d esas concepciones en discusiones de 
normas coercitivas para promulgarse en forma de ley legítima 
para la gente democrática, la revisión de los ciudadanos sobre los 
principios derivados de sus concepciones de justicia en aras de la 
satisfacción del criterio de reciprocidad (Rawls, 1993, p. 575). 
Por ello, Rawls se ocupó de los fundamentos de las libertades religiosas y 
políticas y de los derechos fundamentales de los ciudadanos de la sociedad civil. “En la 
cultura política pública de la sociedad democrática hay implícitas en términos de ciertas 
ideas fundamentales, expresiones de la concepción política de la justicia” (Rawls, 1993, 
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p. 14). La cantidad de textos históricos y documentos conocidos, así como instituciones 
públicas que comprenden toda una cultura pública interpretativa de regímenes 
constitucionales y tradiciones públicas. Esto nos lleva nuevamente a la reflexión que ya 
se ha señalado sobre la cultura que apunta, obviamente, más a lo social que a lo político, 
pero que soporta y apuntala a la cultura política.  
 
4.3 . Lo social y lo político 
 
La razón pública fortalece la participación ciudadana en una democracia 
constitucional, donde el consenso traslapado (overlaping consensus) 22  funciona como 
mecanismo necesario para los acuerdos.  
Los acuerdos deben estar sostenidos bajo los principios que sostienen la 
estabilidad. La estabilidad implica dos cuestiones: la primera se refiere a si las personas 
que se desarrollan entre instituciones justas adquieren normalmente un sentido apropiado 
de la justicia para que generalmente acaten esas instituciones y cumplan su cometido. “La 
segunda cuestión es si, en vista de los hechos generales que caracterizan a una esfera 
pública democrática, y en particular del hecho del pluralismo razonable, la concepción 
política puede ser el foco de un consenso traslapado” (Rawls, 1971, p. 141). 
                                                        
22 Véase (Rawls, Liberalismo Politico, 1993) En donde el autor se refiere a la explicación del trasfondo 
filosófico del liberalismo político en el marco de la razón práctica. En el cual se trata la idea del consenso 
traslapado, sobre todo en las dos segundas ideas. Especificamente, atiende la prioridad de lo justo y su 
relación con las ideas del bien, y la idea de la razón pública. 
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Con consenso traslapado, Rawls se refiere específicamente a dos puntos: “el 
primero es que buscamos un consenso de doctrinas comprensivas razonables (en 
oposición al de doctrinas irrazonables o irracionales). El hecho decisivo no es el del 
pluralismo como tal, sino el del pluralismo razonable” (Rawls, 1993, p. 146). Y como 
segundo punto importante, nos dice Rawls “que en una democracia constitucional la 
concepción política de la justicia debiera presentarse, hasta donde esto es posible, como 
independiente de las doctrinas comprensivas religiosas, filosóficas, y morales”. (Rawls, 
1993, p. 146). Como hemos señalado, en una sociedad bien ordenada los ciudadanos, 
desde la perspectiva de la psicología moral, adquieren un sentido de justicia normal y 
suficiente para cumplir con los acuerdos a los que se ha llegado justamente.  
Al asunto referente a los hechos generales que caracterizan la esfera pública 
democrática, se contesta con la idea de consenso traslapado,  en el cual las doctrinas 
razonables suscriben la concepción política, cada una desde su punto de vista. “La unidad 
social se basa en un consenso sobre la concepción política; y la estabilidad es posible 
cuando las doctrinas que forman el consenso son afirmadas por los ciudadanos 
políticamente activos, y cuando los requisitos de la justicia no entran demasiado en 
conflicto con los intereses esenciales de los ciudadanos según se formen y promueven 
mediante acuerdos sociales” (Rawls, 1993, p. 134).  
En una sociedad casi justa, los miembros de esta sociedad están conscientes de los 
acuerdos que han llegado a propósito de la justicia; por tanto, su decisión de realizar una 
desobediencia civil dentro del marco constitucional es consistente con esta condición. 
Así, los trasgresores que deciden realizar la desobediencia civil, solo tienen como 
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propósito de mejorar el régimen al que deben obediencia, en lo que su objeción solo tiene 
el fin de superar las violaciones a la justicia que ocurren a través de esta acción política; 
no persiguen derogar el régimen.  
Esta no es una invitación a la desaparición del contraste entre la razón pública y la 
cultura de trasfondo, sino que la razón pública que delibera valores políticos, establece 
dichas deliberaciones bajo el supuesto de esa cultura de trasfondo. Es decir, el principio 
sobre el cual se basa esto no es de negación, pero tampoco la suprime abierta y 
explícitamente, más bien la supone.  
La razón pública está sujeta a deliberaciones, por ello la razón pública es de lo 
político y es acerca de los esenciales constitucionales y de las cuestiones de justicia 
básica. 
Teniendo esto presente, es claro por qué el pluralismo no escapa de la filosofía 
rawlsiana, ya que en estas deliberaciones se genera un espacio en el que los diversos 
puntos de vistas pueden ser expresados y discutidos. Sin embargo, queda claro que, si las 
deliberaciones no tienen lugar en este espacio, entonces la sociedad civil tiene que 
deliberar sobre sus acciones políticas.  
La razón pública está relacionada plenamente con la sociedad civil. Asimismo, la 
base, tanto de la pluralidad como del ejercicio de lo político, parte de este. En la sociedad 
civil existe el respeto mutuo, a través del principio de reconocimiento de la diferencia del 
otro, lo cual nos lleva al desarrollo de la tolerancia y,  finalmente,  a un compromiso para 
la resolución legal de conflictos. Estos últimos deben dar cuenta a los ciudadanos de las 
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razones de su defensa de ciertas posiciones políticas en términos de la concepción 
política de la justicia que consideran más razonable. Por tanto, el surgimiento de un 
compromiso compartido para el mantenimiento de la estructura de una relación entre los 
ciudadanos consistentemente renueva la base de la cooperación, respeto y no violencia. 
Los conceptos de participación, consenso y razón pública se articulan para dar 
espacio al de sociedad civil. Cabe decir que desde la sociedad civil se posibilita la 
desobediencia civil, gracias a la potenciación de la razón pública. Así, la razón pública es 
la amalgama que, al ser un modo de deliberación regida por valores políticos, articula a la 
sociedad civil con la desobediencia civil; ya sea como recurso de la justicia y/o como 
sostén y base de la desobediencia civil.   
Ciertamente, aunque ha habido cambios en las formas paradigmáticas de 
desobediencia civil en los últimos años, los paradigmas históricos liderados por  Gandhi 
en la India, Martin L. King en los Estados Unidos y Nelson Mandela en Sudáfrica son 
representativos de ese tipo de desobediencia civil que tiene como objetivo garantizar, a 
través de la libertad de expresión, los derechos humanos de los miembros de una 
sociedad. En la actualidad la desobediencia civil podría ser un recurso enfocado a 
problemas relacionados con el medio ambiente, los derechos de los animales, el desarme 
nuclear, la globalización, la política exterior, etc. 
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4.4 .  Sumario  
A lo largo de este capítulo hemos definido ‘razón pública’ y determinado que es 
la razón de sus ciudadanos, de aquellos que comparten los derechos y deberes en pie de 
igualdad. Y el sujeto de su razón es el bien público. Desde aquí buscamos resaltar que la 
razón que guía a los ciudadanos al realizar una desobediencia civil es una razón pública,  
por tanto, los ciudadanos racionales y conscientes que realizan la desobediencia civil no 
están motivados por deseos individuales ni de moral particular.  
 Es más,  en este sentido,  no aplica todo lo referente a la moral política, sino los 
elementos constitucionales esenciales y cuestiones de justicia básica. Así, podemos decir 
que se hace frente al tema de los derechos humanos, entre ellos la desobediencia civil, 
como objeto especial de la razón pública. Por ello, a lo largo de este trabajo, hemos 
desarrollado el concepto de desobediencia civil como una acción política de racionalidad 
pública que hace frente a las violaciones a la justicia.  
 La desobediencia civil es un último recurso democrático, usado para la 
recuperación de la legitimidad entre los miembros de la sociedad y las autoridades que 
los gobiernan o leyes a la cual deben obediencia. Los miembros de la sociedad civil, o de 
la sociedad casi justa en el contexto de la teoría rawlsiana, tan pronto se dan cuenta que 
hay alguna violación a la justicia deben realizar acciones políticas a través de todos los 
recursos legales que permita el sistema. Tan pronto como han agotado todos los recursos 
legales, su última opción es la desobediencia civil como un acción política, pública, 
racional y consciente e ilegal, que busca la recuperación de la legitimidad entre los 
miembros de una sociedad a través de cambios en las leyes o autoridades que han 
mostrado violaciones a la justicia.  
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CONCLUSIONES 
 
 
El problema planteado en nuestra investigación demuestra la dificultad de llevar a 
cabo la propuesta de John Rawls de desobediencia civil, aun dentro de un régimen 
democrático, basado en los principios de la justicia. Primero, por la cuestión de la 
normatividad y,  segundo, por la referencia a un marco constitucional. Así, luego de 
haber abordado de manera exhaustiva la concepción rawlsiana de la desobediencia civil, 
¿se sustenta realmente nuestra hipótesis?: La desobediencia civil es un recurso de 
racionalidad pública que en una sociedad casi justa, hace frente a las leyes injustas o 
instituciones políticas y sociales que han perdido legitimidad.  
Si, debido a que la desobediencia civil en la Teoría de la Justicia de John Rawls, 
es una figura especial de desobediencia al Derecho. En base a su carácter, la 
desobediencia civil está incluida junto a otras formas de oposición a la ley. Pero su 
exclusividad como fenómeno político se da en el marco de lo moral; terreno donde el 
Derecho se mantiene al margen. La desobediencia civil como una trasgresión a la ley 
apela a la moral de un pueblo y las bases de su Constitución. En nuestro caso, estos 
cimientos constitucionales son los principios de la justicia. Así, una Constitución con 
estas características y con el Estado como ejecutor de los principios de la justicia, es 
garante del orden público a través de las instituciones públicas. Aquí, la realización de la 
desobediencia civil se da como una acción política tendiente a los valores 
constitucionales cuando han sido trasgredidos por la ley o la autoridad. Desde este punto 
de vista, la desobediencia civil sería un procedimiento constitucional encaminado al 
mejoramiento del sistema.  
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Entonces, cada vez que exista una violación a la justicia, algunos miembros de la 
sociedad realizan una desobediencia civil para la recuperación de la legitimidad entre la 
autoridad y los miembros de una sociedad. Esta legitimidad se recupera a través del 
diálogo, acompañado de todos los recursos legales necesarios y existentes; siendo la 
desobediencia civil el último recurso. Esta herramienta solo surge para la superación de 
las violaciones a la justicia. En la medida que aparecen estas violaciones, los miembros 
de la sociedad se activan, pero solo buscan el mejoramiento del poder vigente, entendido 
previamente como democrático. 
Así, la desobediencia civil es diferente de otras formas de protesta en su expresión 
de oposición a la ley con un carácter moral y democrático. Es un recurso de racionalidad 
pública cuyas características son las siguientes: una acción política, pública, no-violenta, 
racional y consciente, contraria a la ley, colectiva y busca cambiar la ley o los programas 
de gobierno. Como vemos, sus límites están bien determinados, no tiene como objetivo 
derrocar regímenes ni sistemas sino mejorarlos. 
Para nuestro objetivo de relacionar los conceptos de sociedad bien ordenada y 
desobediencia civil, nos preguntamos si ¿es posible una desobediencia civil en una 
sociedad bien ordenada? La respuesta es obvia, no. Ya que en una sociedad bien 
ordenada, las instituciones sociales y políticas tienen como virtud a la justicia. De esta 
manera, estas instituciones están en orden, en cuanto a la satisfacción de las necesidades 
básicas de los miembros de una sociedad. Empero, en una sociedad casi justa, si se 
justicia la realización de una desobediencia civil, porque la sociedad casi justa es una 
sociedad de bienestar y cooperación, esta, a su vez,  es una sociedad bien ordenada en su 
mayoría, pero que en ella todavía ocurren violaciones a la justicia. 
   
 
 97 
Las claves rawlsianas y la carencia de explicaciones descriptivas nos llevan a 
inferir que la sociedad casi justa de Rawls es la sociedad civil, pues es en la sociedad civil 
donde ocurren las violaciones a la justicia y son algunos miembros de esta sociedad los 
que, como personas morales,  deciden sobre la realización de la desobediencia civil. 
Con respecto al papel y justificación  de la desobediencia civil, podemos concluir 
que, a partir de la elección de los principios para las personas, estas establecen las 
directrices para evaluar la fuerza de los deberes y de las obligaciones naturales que 
incluyen la obediencia a una Constitución. En el caso de Rawls, es obligatorio un 
régimen democrático y una sociedad específica que hemos señalado como casi justa.  
Adicional, lo principios razonables que sustentan la Constitución serán utilizados para 
superar las violaciones a la justicia. Por tanto, solo aquellas sociedades que sean 
mayormente bien ordenadas serán las adecuadas para la realización de una desobediencia 
civil.  
En base a todo lo anterior, podemos decir que lo innovador de este enfoque de la 
desobediencia civil es la relación entre la ley o la autoridad y el comportamiento de los 
ciudadanos. Es decir, por un lado está el Derecho con todo el cúmulo de lo referente a la 
actividad política y legislativa y,  por otro lado, está la moral pública. Esto nos lleva a 
analizar la exclusividad de esta forma de protesta y qué tiene de nuevo como aporte a la 
teoría política. El carácter normativo de la desobediencia civil como recurso de 
racionalidad pública y su búsqueda encaminada al mejoramiento del sistema, contrario a 
otras formas de oposición que buscan derrocarlo.  
Esto nos lleva a reflexionar sobre la legitimidad, el sentido de obligatoriedad de 
obediencia a la ley y las formas de protesta frente al Derecho. En nuestro caso, la 
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propuesta de Rawls no se desliga en lo absoluto del Derecho, sino que, frente a las 
violaciones a la justicia,  busca cambiar solo aquellas leyes para recuperar la legitimidad 
del orden jurídico y político. Además, si la desobediencia civil tuviese su espacio de 
acción dentro del marco constitucional, cabe hacerse la pregunta sobre la posibilidad de 
considerar esta acción política como un derecho humano.  
 La desobediencia civil es presentada aquí como un problema que tropieza con 
algunos argumentos lógicos: primero, el sentido de obligatoriedad de obediencia a la ley 
está amparado en las obligaciones legales que se derivan de las leyes, mas no existe una 
ley que nos obligue a obedecer la ley, empero, esta situación nos llevaría al ámbito de lo 
moral y, en última instancia, sería una obligación. 
 Segundo, no tiene sentido promulgar una norma jurídica, predicar su 
obligatoriedad y posteriormente admitir su quiebra por medio de una desobediencia civil, 
amparándose en la misma norma jurídica. 
A pesar de reconocer la influencia de Bedau en su escrito, es necesario reconocer 
la propuesta de Rawls como innovadora y, en el marco de la filosofía práctica 
contemporánea, influyente.  
 Esto nos lleva a  algunas cuestiones fundamentales, como el caso de una sociedad 
bien ordenada. Es decir, como explicamos en el tercer capítulo, el concepto de sociedad 
bien ordenada es usado por Rawls para referirse a una sociedad planeada con el objetivo 
de incrementar el bien de los miembros de una sociedad. Entonces, en qué medida Rawls 
en su Teoría de la justicia prefiere acercarse a una concepción pública de la justicia desde 
una sociedad bien ordenada, en lugar de hablar de Estado. También,  en la sociedad bien 
ordenada regida por una Constitución justa para el establecimiento de legitimidad del 
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poder y la autoridad política, el fenómeno de la representatividad se alcanza a través de la 
búsqueda de aprobación de los ciudadanos en concordancia a las normas preestablecidas 
en dicha Constitución. Por tanto, los programas políticos y las concepciones de bien 
público tienen el propósito de promover los fines a los que se quiere llegar con el 
consentimiento de los ciudadanos que son miembros de dicha sociedad.  
En la sociedad bien ordenada se establece un principio adicional como parte de la 
justicia, como lo es el de participación23. Lo sustantivo de la representación tiene como 
fin la legislación justa y eficaz. Los principios de la justicia en una sociedad bien 
ordenada busca la prevalencia del status quo de ciudadanos libres e iguales. En sí la 
participación es fundamental cuando nos referimos a la sociedad bien ordenada. 
 Esta concepción de la sociedad bien ordenada en Rawls nos acerca a Kant,  donde 
el Estado pasaría a ser el ente ejecutor de los principios de la justicia y las leyes. 
Contrario a la concepción libertaria del Estado mínimo. Por ende, la sociedad bien 
ordenada no es el Estado, sino el espacio donde funcionan los principios de la justicia. Lo 
importante es que el Estado establezca las reglas de participación en lo público, pero 
sobre todo garantizando las libertades individuales.  
Desde una perspectiva rawlsiana, aunque se promueva la participación ciudadana, 
existen condiciones que constituyen a los ciudadanos como racionales y conscientes para 
la participación en lo político. Además, es minúsculo el número de individuos 
                                                        
23 Para el principio de participación véase (Rawls, 1971, p. 212) el autor aqui se refiere al principio de 
libertad igual, cuando se aplica al proceso político definido por la constitución; lo llama principio de 
participación.  
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consagrados plenamente a la política. Al final, la relación entre el Estado como ente 
ejecutor de las leyes y los principios de la justicia, en una sociedad bien ordenada como 
el espacio donde funcionan estos principios, nos lleva a la idea de un Estado bien 
gobernado.  
En tal caso, la sociedad casi justa es aquella sociedad bien ordenada en su 
mayoría, pero en ella ocurren algunas violaciones a la justicia. De tal manera que, es una 
sociedad basada en los principios de la justicia, pero donde algunos individuos en la 
búsqueda de beneficios y múltiples contingencias se convierten en un obstáculo frente a 
la igualdad de oportunidades. Situación que tiene como consecuencia violaciones a la 
justicia. Tan pronto como algunos miembros de la sociedad están conscientes de tales 
violaciones deben iniciar los procesos legales para dejar saber a las autoridades de las 
violaciones a la justicia. Al hacer uso de todos los recursos legales necesarios para hacer 
frente a la violación a la justicia y no lograr un cambio, el último recurso tiene que ser la 
desobediencia civil.  
La sociedad civil busca minimizar las violaciones a la justicia que tienen como 
consecuencia la desigualdad. El ideal de la sociedad bien ordenada es aquella que 
garantiza las oportunidades beneficiando a los menos favorecidos. Empero, en la 
sociedad casi justa existen todavía violaciones que no permiten plenamente estas 
garantías. De esta manera, desde la sociedad civil un grupo de ciudadanos se activa 
políticamente para exigir el derecho de alguna minoría que no puede por alguna 
circunstancia beneficiarse o acceder a las oportunidades. Aquí, desde el momento en que 
se activa la sociedad civil pasa a ser una sociedad política.  
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Dentro del espacio público deben ahora agotar todos los recursos legales que 
permite la razón pública para hacer frente a la violación  a la justicia. La desobediencia 
civil es el último recurso de los miembros de una sociedad política. Cabe recordar que la 
línea que divide lo legal desde el Derecho y lo moral y político es irresoluble. Por tanto, 
tan pronto una ley es injusta estamos obligados a desobedecerla como un principio moral. 
La razón pública es el eje articulador entre la sociedad civil y desobediencia civil. 
Es la sociedad civil,  como sociedad política, en donde se realiza la desobediencia civil. 
Los individuos, que han decidido la trasgresión de la ley como medio de superación de 
las violaciones a la justicia, han de haber agotado todos los recursos legales y dialógicos 
previamente al acto político de desobedecer civilmente la autoridad o la ley. La razón 
pública como amalgama de la sociedad civil con la desobediencia civil muestra el camino 
desde lo racional y consciente a los trasgresores de manera que sus quejas están 
orientadas a la defensa de principios morales en defensa de las minorías y no son 
sectarios ni relativos a una persona o grupo mayoritario. 
Obviamente,  en una sociedad bien ordenada, el ejercicio de la desobediencia civil 
no es necesario. El caso de la desobediencia civil como protesta exige, en este caso,  que 
los ciudadanos acepten la legitimidad de la Constitución. Hay en Rawls una invitación de 
ir más allá del contexto social específico. Existe toda una reformulación del liberalismo y 
del contrato social que parte de la hipótesis de que los ciudadanos libres e iguales 
acuerdan los principios fundamentales de la justicia que regirán las interacciones 
posteriores en sociedad. Debe estar claro que la orientación de este tipo de protesta es a 
través de la cual una minoría apela a la mayoría para que reconsidere sobre un tema 
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específico,  dentro del contexto limitado de lo constitucional existente y de una 
percepción comúnmente compartida de derechos y deberes.  
Al parecer,  la influyente contribución de Rawls a la desobediencia civil tiene un 
matiz fortalecido por la legitimidad liberal. Con esto no se debe asumir que la 
desobediencia civil, aun siendo un recurso legitimador de la democracia, no pueda resistir 
indudablemente algunas formas de dominación. 
Por tanto, la teoría de Rawls está dentro de este alcance, ya que su noción 
controlable de desacuerdo era compatible con las ideas de justicia y libertad aceptadas 
generalmente. Al final, los límites de la desobediencia civil son los niveles de hostilidad 
que surgen tan pronto como las prácticas transgreden los niveles de tolerancia y se 
comienza a desafiar los cimientos del establecido al orden político y social. 
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